
DOCUMENTO: Resoluciones de la Procnra.dru:ía en el caso jesuitas 

Exp. SS-0693-2000 

PROCURADURÍA PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS: 
San Salvador, a las nueve horas del día veintidós de diciembre de dos mil quince . 

. 1. HECHOS 

El 8 de mayo de 2012, la Corte Suprema de Justicia en pleno resolvió 13 suplicatorios de 
extradición, promovidos por el Gobierno del Reino de España, mediante requerimiento del 
Juez Central de Instrucción No. 6 de Madr id, Eloy Velasco Núñez, reclamando a Juan 
Rafael Busti llo Toledo, Carlos Mauricio Guzmán Aguilar, Francisco Elena Fuentes, Joaquín 
Amoldo Cerna Flores, Rafael Humberto Larios López, Juan Orlando Zepeda Herrera, 
Osear Alberto León Linares, Guillermo Alfredo Benavides Moreno, José Ricardo Espinoza 
Guerra, Gonzalo Guevara Cerritos, Tomás Zarpate Castillo, Osear Mariano Amaya 
Grimaldi, y Antonio Ramiro Avalos Vargas, identificados respectivamente con Jos número 
1-S-2012 al 13-S-2012, a quienes se les atribuye los delitos de Asesinato, Terrorismo y 
Crímenes de Lesa Humanidad o contra el Derecho de Gentes,1 conforme a la legislación 

En el texto de las resoluciones citadas se habla de Jos delitos de .. Asesinato, Terrorismo y Crúnenes de Lesa 
Humanidad o contra cJ Derecho de ~ntcs"; sin en\bargo, el auto de procC'Samicnto en el que se decreta la prisión 
provisional, busca y taptwa nacional e internacional, esta última con fines de extradición. emitido por el Juez Central 
de Instrucción No 6 (Audiencia Naciona~ Madrid), se refiere, en su parte dispositiva, a "'ocho delitos de <1.sesinato 
terrorista y un delito de crüncn de lesa humanidad o contra el Derecho de genlc"; en los lundamcnlos de derecho se 
acredita que los delitos de asesinato t('rrorista se describen en Jos artkulos 400 y 174 bis del Código Penal cspal\ol 
vigente para cJ 16 de novic.n1brc de: 1989; y el delito de crimen de lesa humanidad o contra el Derecho de Gentes, 
descrito en el artículo 137 bis del 1nismo cuerpo nOmlativo. l.oei delitos están lormuJados asi. 

Articulo 174 bis reza asl: 

Strá rnsligado cou las penas tk prisió" mayor y multa de 150.000 a 750.000 pr-sttas el que obteriga, rtcabt o fan'lilr c11alquier 
acto de colaboración que favorezca la reali:wdótt de las actividades o In cottsea1ció11 de los fines dt 1ma batida antro.da o de 
elementos terroristas o re~ldes. 

E11 todo caso, .son actos de rolaboranó11 la i11farmació11 o vigilrmcin dt personas, b1~11es o instalaciones, la amstr11cdó11, a sió11 
o 11tiliuu;i.6n de alojanueutos o depósitos, la oc11ltació1t o traslados de ¡Jfrso11as iutegradas o vi11ntladas a bo11das ant1adas o 
tlrmtnlos lt"orislas o rebeldes, la orgtmiznci611 o asistencia a prácticas de entreriamknto y cunlq11ier olm fonnn de 
cooperadó11, ayuda o mediad611, trortómicn o de otro gtucro, C'011 ln.$11Ctividtule$ dr las citmfn$ ba11dns o elementos. 

El que hrtcgrado e11 una banda annada u orga11i:acióu terron·s1a o rtbtldt, o en colaborad611 con sus objetivos y /mes, 
re.alizart runlqui~r J1rcl10 dclidivo q1~ tontribuya a In actividad de aquéllas, utilizando annns de fuego, bombas, granadas, 
s11sta11cias o apnmtos explosivos, inflamables o medios i11a11d1arios de c11alq1litr clase, crralqttitm que sea el rrs11ltndo 
producido, será castigado cou la penn ~ prisió11 mayor e11 s11 grado máximo, a me11os q11e por razo11e.s del dtUto cometido 
corresponda pena mayor. A los promotores y orga11i:adores del hecJro, as( como n los que lmbítrt11 dirigido su ejecución, lrs 
sertf im¡mesto la pe11n de red11sió11 menor. 

El arttculo 4-06 r~u asi: 

Es reo de aseswato ti qut· matart a w1a persomt to11t:urrie11do alguna de las rira mstn11cias siguientes: 

1' Con aleuosía. 
2' Por prtcio, rrcompt11sn o promtStl. 
3' Por mtdio dt i11u11daci611, inct11dio, t1t11e110 o explosioo. 
4' Con premtditndó11 co11ocida. 
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penal del Reino de España, en perjuicio del derecho a Ja vida de los sacerdotes jesuitas 
españoles Ignacio Ellacuría Beascoechea, Ignacio Martín Baró, Segundo Montes Mozo, 
Amando López Quintana, Juan Ramón Moreno Pardo; y los salvadoreños Joaquín López y 
López, sacerdote jesuita, Julia Elba Ramos y Celina Mariceth Ran1os. 

En la resolución proveída se denegaron las solicitudes de extradición argumentando que:2 

... el legislador en el a1io dos mil, provocó una ruptura en la tradición constilucional de 
prohibir de manera absoluta la extradición de nacionales. que venia sosteniéndose desde 
mil ochocientos ochenta y tres. 

Sin embargo, dicha reforma no implica que la extradición de nacionales deba concederse 
de manera a1.11omática, sino que la sujeta al cumplimiento de determinados requisitos, que 
en cada caso es objeto del correspondiente análisis por la autoridad competente. 

[ .. .} 

Expuesto lo anterior y del examen de la petición de extradición .. . promovida por el Juez 
Central de Instrucción No. 6, Madrid, la cual se enmarca en hechos ocurridos en el mes de 
noviembre de mil novecientos ochenta y nueve, esta Corte hace las consideraciones 
siguientes: 

En principio, podría decirse. que la referida solicitud de extradición puede ser examinada 
conforme al actual Art. 28 de la Constitución, por cuanto los órganos competentes para 
conocer del trámite de la misma, en este caso la Corte Suprema de Justicia. deben basar 
sus resoluciones en el ordena111ie1110 jurídico vigente, pues aunque se trate de una norma 
constitucional que ha sido objeto de reforma, sus efectos en el tiempo han de sujetarse a los 
principios que la misma Constitución regula, los cuales determinan que su aplicación debe 
ser de manera inmediata desde su vigencia y desplegar sus efectos hacia futuro, salvo las 
excepciones establecidas. 

s• Co" t11sm1nmitnto, amne11ta11do ~libtrada e i11Jmmnnamc11te ti dolor del ofa11dido. 

El rto ~asesinato será castigado co11 111 pena de reclusión mayor a m11trtt. 

El aruculo 137 bis. re1.a asi: 

tes qu.e, am propósito de deslnúr, total o pnrC1alme11te, a 1111 grupo 11adonnl l tnico. social o religioso ptrptlran•u alguuo de 
tos actos ~guientts, strtiu tastigados: 

1° úm In pena de nclusión mflyor a uwtrte, s; ca11snre11 la uwtrlt de alguno dt sus miembros. 
2° Co11 In de retl11si611 mayor, si amsareu castradón, estenlizació11, m111ilació11 o bien nlg1mn lesiór1 gnroe. 
3° Cou la dt reclusión menor, si S()metitrrn al gn1po o a cualquiera de s11s inditlid11os a coHdicioues de exísterrcin que ¡xmga11 
en peligro S'" vida o pert11rbt1r gravemente su sailld. 

E11 la misma ptun ir1currirón los. qut llnmtf11 a Cl'lbo dtsplnwmkrrtos forzosos del gn1po o s11s miembros, ndoptnre1r c11atq11ier 
medida que litttda n impedir Slt gtutro de oida o rtprod11tci61t o bitn tmsladanm individuos por la fuerza~ un gn1po a otro. 

La ~1\a de muerte fue abolida al ~trnr en vigencia la Con~titudón española el 29 de diciembre de 1978. 

Corte Suprema de )ustícia, Resoluciones de suplicatorios de extradición 1-S..2012. 2-S-2012. 3-S-2012. 4-S-2012. S-S-2012. 
6-S-2012, 7-S-2012, 8-S-2012, 9-S..2012. 10-5-2012. 11-5-2012. 12-5-2012. 13-S-2012. 8 de mayo de 2012. Consideraciones 
jurfdicas sin mlmero. Se debe advertir un error histórico coo\ctido por la Corte Suprema de justicia, pues cl 
antecedente constitucional de prohibición de la cxtr-adici6n de nacionales se originó en el artfcu1o 101 de la 
Constitudón de 18n. 
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Del contenido de esta disposición se extrae, la exigencia de una norma cuyo proceso de 
aprobació11, promulgación y vigencia, haya sido llevado a cabo antes del hecho, debiendo 
considerarse que la expresión 'conforme a las leyes promulgadas con anterioridad al hecho 
de que se trate ', comprende tanto, las normas sustantivas como las procesales, en vista de 
que ambas interactúan en el control del ejercicio del poder del Estado. Por lo que se 
aclara, que en caso de reforma o de nuevas leyes, éstas deben ser anteriores al hecho 
histórico o material si se tra1a de normas sustanlivas. Mien/ras que, si so11 procesales, 
debe11 ser anteriores al ac10 o hecho procesal correspondiente. 

En /al sentido, esta Corle eslima que el conlenido normativo del Art. 28 de la Co11slitución 
reformado, es de carác1er sustantivo. pues así fue considerado por la voluntad subjeliva del 
constituye11te de mil 11ovecie111os ochenta y tres, al afirmar sobre la ex1radició11 de 
nacionales: '. .. que la permanencia en el país, y el sometimie1110 de los salvadoreños a la 
jurisdicción de El Salvador, es un derecho esencialísimo de los salvadoreños, especialmente 
por circu11stancias de nuestra vida his1órica y que debe estar plasmado como u11 derecho de 
los salvadoreños, que no puede quitársele a 11adie por 11i11g11na razó11 o medio: ni por 
1ratados ni por leyes ... por tamo debe permanecer como parte de los derechos individuales 
porque es un dogma constiluciona/' (Versio11es Taquigráficas que contie11e11 discusió11 y 
aprobación del proyecto de la Constitución de la República de 1983, Tomo 3). 

El criterio de ubicar la extradición en el apartado correspondiente a los derechos 
individuales. se ha mamenido desde la Constilución de mil ochocientos ochenta y tres, y 
pese a su reforma en el año dos mil. dicho precep10 continúa situado sistemáticamente en el 
Título 11. Capitulo /, Sección Primera, rela1ivo a los derechos individuales. 

Lo anterior permile afirmar, que el Ar/. 28 de la Constitución reformado, que autoriza la 
extradición de nacionales bajo el cumplimiento de ciertas condiciones, debe ser aplicado 
únicamente a hechos materiales ocurridos posteriormente a su en1rada en vigencia. 

Otro principio que es necesario tener en cuenta, es el de irretroactividad de las normas. 
previsto en el Arl. 21 inc. I de la Constitución, el cual preceptúa por un lado, la regla 
general de que las normas no pueden 1ener efectO retroac1ivo, es decir, no pueden regir 
sobre hechos previos a su vigencia. Y por otro, establece excepciones bajo cuyos supuestos 
es jurídicamente posible aplicar las normas con efecto retroactivo, de las cuales, 
únicamente se hará alusión a la que se refiere a la materia penal por su estrecha relación 
con el lema de la extradición. 

Con relación a ello, puede afirmarse que la extradición que se regula en el actual Art. 28 
de la Constitución, consti1uye un instrumento de cooperación internacional y su carácter es 
-como ya se expresó- sustantivo; sin embargo, para que dicha norma pueda ser aplicada 
retroactivamente, es preciso que, en cada caso particular. se determine si su contenido es o 
no favorable a la condición jurldica de la persona recla11wda en extradición. 

Expuesto lo anterior, corresponde ahora establecer, cuál contenido normativo debe 
aplicarse al presente caso, si el actual Ar/. 28 de la Constitución o el previo a la reforma. 
/eniendo en cuenta que los hechos atribuidos ... se smcitaron el dieciséis de noviembre de 
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mil novecientos ochenta y 11ueve. 

Retorna11do al análisis del Ar/. 15 de la Co11stitució11. se advierte que. una de las 
consecuencias del mismo -como ya se seiia/6- es que las 11ormas deben ser preexistentes al 
hecho, lo que significa que el tiempo o momento e11 que los hechos tuvieron lugar es 
determinante para la aplicación de la norma a ese caso. 

En ese orde11. puede afirmarse que el actual Art. 28 no es posible aplicarlo para resolver la 
solicitud de extradici611 ... en virtud que el contenido de dicha disposición no es 
preexistente al hecho, pues la reforma fue en julio del año dos mil y los eventos tuvieron 
lugar en noviembre de mil 11oveciemos ochema y 11ueve. 

Por otra parle, al efectuarse el estudio de favorabilidad correspondieme al actual Art. 28 
de la Constitució11, se advierte que éste es desfavorable. en tanto que podría admitir la 
extradición de 1111 11acio11al. si se cumplieran los requisitos comenidos en la referida 
disposición constitucional. A difere11cia del Art. 28 previo a la reforma, que prohibía de 
manera absoluta y terminante la extradició11 de nacio11ales. 

De lo dicho se deduce e111011ces. que el actual Art. 28 de la Constitución, no puede tener 
efecto retroacJivo por ser desfavorable ... en consecuencia no es posible aplicar dicho tex10 
co11stitucio11al para resolver la petición de extradición presentada. 

[ ... ] 

Queda ahora por determinar. si procede o no aplicar el derogado Art. 28 de la 
Cons1itució11. de cuyo análisis se desprende que: a) Teniendo en cuenta que los hechos 
tuvieron lugar el dieciséis de noviembre de mil novecientos ochenta y nueve, y que dicho 
precepto constitucional. estuvo vigente desde mil novecientos ochenta y tres hasta julio de 
dos mil, es factible decir. que la citada disposición constitucional es preexistente a los 
hechos que han motivado la solicitud de extradición ... b) La citada norma, establecía en su 
inciso segundo que: ;... la extradición no podrá estipularse respecto de nacionales en 
ningún caso ... '; disposición que permite afirmar. con base en el Art. 21 de la Constitución, 
que su cuntenido e . .,. 11uís favuruble u/ reclurnudu que el del uctuul Art. 28 por cuanto 
prohibía de manera terminante y absoluta la extradición de salvadoreños. 

Con base en lo antes expuesto. este Tribunal concluye. que el derogado Art. 28 de la 
Constitución. 11/tractivamente es la norma aplicable para resolver la solicitud de 
extradición .. 

Y luego de acreditar la nacionalidad salvadoreña de los encausados, la Corte Plena denegó 
las extradiciones.3 

Fueron votantes de Ja denegatoria de extradición los Magistrados y Ja.s Magistradas siguientes: José Néstor Castaneda 
Soto, Cclina Escolán Suay, Maria Luz Regalado, Mario Francisco Valdivieso Castancda, Rosa tvtarfa Fortín Huczo, 
Uliscs del Dios Guznu\n, Miguel Angel Cardoza Ayala, Elsy Ouel\as de A vil~. y Evelyn Roxana N~lle1. (fallecida en 
julio 2014). 
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Esta Procuraduría procede a exponer sus razonamientos y fundamentos. 

A) Aclaraciones conceptuales: el asesinato como expr esión de un crimen de lesa 
humanidad y de un crimen de guerra. 

Esta Procuraduría debe enfatizar que las diferentes ramas del enciclopedismo jurídico 
(derecho constitucional, derechos humanos, derecho penal, derecho internacional, etc.) 
tienen sentido para comprender jurídicamente los fenómenos que acontecen en la realidad 
como resultado de la actividad humana, generar conclusiones sobre ellos y prescribir 
consecuencias jurídicas sobre los mismos. Y en la amplin1d de tal actividad es importante 
que la labor de las personas juristas no confunda la finalidad de la justicia, para la cual las 
técnicas jurídicas son una herramienta, con la herramienta en sí. 

Por tal razón, es importante advenir que existen al menos tres nociones que en el lenguaje 
no técnico se utilizan de una manera indistinta, quizás como sinónimos, pero que implican 
connotaciones objetivas diferentes, así como repercusiones en materia de responsabilidad 
individual que también pueden distinguirse. Se trata de las nociones de ejecución sumaria, 
ejecución extrajudicial o extralegal, y ejecución arbitraria. Estas tres modalidades de 
delincuencia convergen en la violación del derecho a la vida. Sin embargo, hay 
circunstancias muy diferentes que las caracterizan, que tienen relevancia en materia penal y 
que también tendrán relevancia en el caso concreto. Estas son categorías propias del argot 
jurídico en el mundo de los derechos humanos y que tienen su correspondiente equivalencia 
en el argot jurídico del derecho penal. 

Se entiende por una ejecución sumaria aquella que se produce en los Estados que aún 
poseen la pena de muerte como una sanción válida -como sucede en El Salvador en el 
ámbito de la jurisdicción militar-y que la misma es impuesta por medio de procesos que no 
han sido conducidos o sustanciados de conformidad con los más estrictos y elevados 
estándares del dehido proceso. Generalmente, la expresión que aludía al calificativo de 
swnariedad daba cuenta que se trataba de procesos s imulados, y por ello mismo breves y 
expeditos, que no permitían en la realidad el despliegue de todas las potestades defensivas. 
De esta manera, la ejecución se realizaba con una apariencia de legalidad, ya que estaba 
autorizada judicialmente. Debido a la conciencia pública internacional sobre la inviabilidad 
e ineficacia de esta como expresión absoluta del poder penal, a la influencia de estudios que 
demuestran la existencia de sesgos en la aplicación de la misma, a la globalidad de los 
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movimientos abolicionistas respecto de la pena de muerte y a las permanentes moratorias 
impulsadas en esta materia, el uso de la pena de muerte -si bien no es excepcional en el 
mundo- tiene un carácter residual, y esto ha permitido que el concepto de ejecución 
sumaria tenga menos frecuencia en la actualidad que la que podía tener en el discurso y el 
análisis propio de décadas anteriores. 

En una ejecución extrajudicial o exlralegal la privación al derecho a la vida acontece 
apl icada por agentes estatales, pero sin dar cumplimiento a alguna sentencia judicial. De tal 
manera que no es una sanción formalmente impuesta, sino que la actuación de los agentes 
estatales responde a otro tipo de órdenes provenientes de estructuras de mando. Son 
muertes provocadas intencionalmente, o son muertes que si bien no han sido planificadas 
una a una, sus perpetradores las implementan en un determinado contexto en el que se sabe 
que las mismas serán toleradas, encubiertas o gozarán de la aquiescencia estatal. La 
expresión extrajudicial o extralegal precisamente quiere remarcar la característica que se 
trata de muertes intencionadas pero que no están amparadas en ninguna orden judicial o ley 
válida. Se reconoce además que hay actores no estatales que realizan este tipo de 
ejecuciones que carecen de soporte o basamento legal, e incluso simulando tribunales que 
carecen de legitimidad, validez y jurisdicción, pero que imponen "ley y orden" - situaciones 
que llevaron al Philip Alston, Relator de Naciones Unidas sobre las Ejecuciones 
Extrajudiciales, Swnarias o Arbitrarias, a llamar, en su dia,4 como justicia penal de 
mercado negro- a las que también se les denomina como ejecuciones extrajudiciales o 
extralegales. No se debe perder de vista que en este tipo de ejecuciones es primordial la 
intencionalidad dirigida de manera directa a proceder deliberadamente en contra de la vida 
de una persona (dolo directo o dolo de consecuencias necesarias), por lo que, vistas las 
cosas desde la perspectiva del derecho penal, este tipo de ejecuciones pueden quedar 
cubiertas, a manera de ejemplo, bajo figuras típicas tales como asesinatos, homicidios 
agravados o calificados, etc. 

Finalmente, la ejec11ció11 arbitraria es una muerte provocada por actores estatales o no 
estatales, como resultado de acciones no dirigidas -en términos de dolo- a provocar la 
muerte. De manera que bajo este concepto se pueden englobar las muertes que son 
resu ltados de uso no proporcionado de la fuerza letal o fuerza no letal, mala praxis médica 
y otras formas similares que derecho penal abarcan figuras homicidas en las que la voluntad 
se ha motivado con un dolo eventual o hasta una culpa sin representac ión. 

Esta Procuraduría advierte que Ja presente resolución refiere a ejecuciones extrajudiciales o 
extralegales, i.e., asesinatos que suceden en un detem1inado contexto o escenario histórico, 
con lo cual no se trata de un aislado acto voluntario de matar, sino que se trata de auténticos 
crímenes de lesa humanidad y de crímenes de guerra. Tal perspectiva, a juicio de esta 
Procuraduría, es de la más absoluta relevancia no sólo para comprender el fenómeno en su 
plenitud jurídica, sino y principalmente, para explicitar el alcance de las obligaciones que 

Report o f the Special Rapportcur on ExtrajudJoal, Surnmary or Arbitrary Exccutio.ns, A/ HRC/14/ 24, May 20, 2010, p. 
16 n66-67. 
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Para sostener la conclusión anterior se debe reconocer que los crímenes de lesa humaiúdad, 
así como los crímenes de guerra, si bien ahora se encuentran debidamente detallados en el 
marco del Estatuto de la Corte Penal Internacional, no son una creación de los últimos 
desarrollos del llainado derecho penal internacional, y por el contrario, su origen y 
consolidación ha sido uno de los s ignos más distintivos del siglo anterior, al menos. En 
realidad, se trata de un proceso evolutivo cuyos orígenes más inmediatos pueden 
remontarse incluso a los inicios del siglo pasado, cuando en 1907 se realizó la Conferencia 
de la Paz de la Haya, s iendo uno de sus mejores resultados la adopción del Convenio de la 
Haya sobre las Leyes y Costumbres de la Guerra Terrestre. 

En el preámbulo o encuadre teleológico de dicho Convenio se lee: "[m}ientras que se 
forma un Código más completo de las leyes de la guerra las Altas Partes Contratantes 
juzgan oponuno declarar que en los casos no comprendidos en las disposiciones 
reglamentarias adoptadas por ellas las poblaciones y los beligerantes permanecen bajo la 
garantía y el régimen de los principios del Derecho de Gentes preconizados por los usos 
establecidos entre las naciones civilizadas, por las leyes de la humanidad y por las 
exigencias de la conciencia pública." Esta frase, referida en los foros jurídicos y 
académicos como cláusula Martens, reconoció la existencia de "leyes de la humanidad" 
que tenían por resultado la protección de la población civil , entre otras. 

El Salvador participó en dicha Conferencia. Suscribió el Convenio aludido el 18 de octubre 
de 1907, ratificándolo el 27 de noviembre de 1909. Desde entonces y de manera 
ininterrumpida, El Salvador ha mantenido su convicción sobre la necesidad de la protección 
de la población civil en casos de conflictos, como resultado de un sentido jurídico y ético 
de indo le universal. 

Si bien este Convenio tenía en mente y refería situaciones de guerra o conflictos armados 
internacionales, la necesidad de extender la cláusula Martens hacia lo interno de los Estados 
no demoró muchos años luego de su vigencia. Precisainente la necesidad se tornó imperiosa 
tras reconocer que durante la Primera Guerra Mundial se realizaron numerosas atrocidades 
desde los Estados hacia sus propias poblaciones, lo cual sumaba a las tradicionales 
afecciones sufridas por la población civi l como resultado de las hostilidades realizadas por 
los Estados extranjeros. En las glosas históricas ha destacado, por mucho, e l llamado 
holocausto armenio realizado por el Imperio Otomano sobre su población de tal origen, que 
llevó a Francia, Gran Bretaña y Rusia a emitir una declaración internacional el 24 de mayo 
de 1915 en la que calificaron tales matanzas como crímenes contra la humanidad. Tal 
circunstancia llevó a que en la Conferencia de Paz de París de 1919 en la que se negoció el 

3 

\ 
) 
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Tratado de Versalles (así como los tratados de Saint-Germain-en-Laye, de Neui lly, de 
Trianon y de Sevres) se propusiera la incorporación de mecanismos de justicia tanto para 
quienes hubieran violentado las leyes de la guerra como las leyes de la humanidad, aunque 
finalmente estas últimas no fueron incorporadas. Sin embargo, sí se incluyeron dentro de 
dicho Tratado -y más exactamente en el artículo 208- disposiciones para juzgar a las 
personas acusadas de haber cometido actos en violación de las leyes y costumbres de 
guerra, que no eran otras que las detalladas en el Reglamento que los Estados habían 
negociado y acordado como anexo de la Convención de la Haya de 1907. 

La Segunda Guerra Mw1dial generó el impulso histórico que faltaba para dar carta de 
ciudadanía a los crímenes contra la hwnanidad. No se debe perder de vista que en esta 
embestida militar se realizaban guerras anexionistas, de manera que la población civil, así 
como el territorio y los recursos naturales de los Estados invadidos o anexados pasaban 
bajo la administración y control del Estado invasor. Por tal razón, muchas de las 
atrocidades conocidas se realizaron, técnicamente, sobre población civil bajo 
administración y control de Alemania Nazi, principalmente. No fue sino hasta la 
conformación del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg (o Carta de 
Londres), al final de la Segunda Guerra Mundial, donde se retomó una definición sobre 
crímenes de guerra y se adoptó una definición bastante más operativa de los llamados 
crímenes contra la humanidad. 

Justamente el artículo 6.b, definía las violaciones de las leyes o usos de guerra incluyendo 
"el asesinato, los malos tratos o la deportación para realizar trabajos forzosos o para 
otros objeiivos en relación con la población civil de un territorio ocupado o en dicho 
territorio, el asesinato o malos tratos a prisioneros de guerra o a personas en alta mar, el 
asesinato de rehenes, el robo de bienes públicos o privados, la destrucción sin sentido de 
ciudades o pueblos, o la devastación no justificada por la necesidad militar, sin quedar las 
mismas limiiadas a estos crímenes." 

Por otra parte, el artículo 6.c definía que los crímenes contra la humanidad eran "[e]/ 
asesinato, la exterminación, esclavización, deportación y otros actos inhumanos cometidos 
contra población civil antes de la guerra o durante la misma, o la persecución por 
motivos políticos. raciales o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean 
competencia del Tribunal o en relación con los mismos, constituyan o no una vulneración 
de la legislación interna del país donde se perpetraron. "La intención al resaltar la 
expresión "antes de la guerra o durante la misma" es sin duda una de las referencias más 
importantes para el desarrollo de los crímenes contra la humanidad, y su distinción respecto 
de los crímenes de guerra, pues si bien por antonomasia estos últimos sólo pueden suceder 
en una situación de guerra, los crímenes contra la humanidad -se constató- podían existir 
dentro de tal contexto o fuera de él, de manera que la guerra dejó de ser uno de sus 
elementos contextuales definitorios de tales crímenes. 
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El Tribunal por tanto no puede formular una declaración general de que los actos 
anteriores a 1939 fueron crímenes contra la humanidad dentro de los términos de la 
Carta, pero desde el inicio de la guerra en 1939 se cometieron crímenes de guerra 
en una amplia escala, los que también fueron crímenes contra la humanidad. 

Finalizada la actuación del Tribunal Militar Internacional, y luego de establecida la 
Organización de las Naciones Unidas. su Asamblea General reconoció y reafirmó las 
actuaciones realizadas en el marco de la Carta de Londres, y solicitó a la Comisión de 
Derecho Internacional que formulara principios de derecho internacional y preparara un 
proyecto de código sobre la materia. En cumplimiento de este encargo la Comisión de 
Derecho Internacional emitió en 1950 el documento titulado Principios de Derecho 
Internacional Reconocidos por el Estatuto y por las Sentencias del Tribunal de Nuremberg 
(Ali 316(1950)). 

El Principio Vl.b definió los crímenes de guerra siendo ellas: "Las violaciones de las leyes 
o usos de la guerra, que comprenden, sin que esta enumeración tenga carácter limitativo, 
el asesinato, el maltrato, o la deportación para trabajar en condiciones de esclavitud o con 
cualquier otro propósito, de la población civil de territorios ocupados o que en ellos se 
encuentre, el asesinato o el maltrato de prisioneros de guerra o de personas que se hallen 
en el mar, la ejecución de rehenes, el saqueo de la propiedad pública o privada, la 
destrucción injustificable de ciudades, villas o aldeas, o la devastación no justificada por 
las necesidades militares." 

Complementariamente el Principio VI.e introdujo la deftnicióo de delitos contra la 
humanidad, siendo ellos: "El asesinato, el exterminio, la esclavización, la deporración y 
otros actos inhumanos cometidos contra cualquier población civil, o las persecuciones por 
motivos políticos, raciales o religiosos, cuando tales actos sean cometidos o tales 
persecuciones sean llevadas a cabo al perpetrar un delito contra la paz o un crimen de 
guerra, o en relación con él. " 

lntt'mational Military Tribunal at Nurcmbcrg. Tlie Tria/ of Qnttnn Major War Crimirlal.s, judgment of 1 October 1946, p. 
468. Textualmente: "1'/ie Trib1mal tl1trefore camrot make a gt11eral declnratio,, t/1111 tlit tJcls befare 1939 we:re Crimes agai1tst 
Huma11ity wit/Ji11 tltL 111t!a11i119 of tlie 01tlrter, but from tite begimling of tite U.Nlr iu 19.39 War Crimes were committed 011 a vast 
s.calt, wliicli Wt?re a/so Cn'mes agnbisl Huma11ity". 
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En sus explicaciones, la Comisión de Derecho Internacional aclaró que no se requería un 
estado de guerra internacional para que existiera un crimen contra la humanidad.6 Se 
debe tener preseme que el propio Tribunal Internacional de Nuremberg estableció que Jos 
entonces llamados crímenes contra la humanidad eran el resul tado de una política de terror, 
en muchos casos, organizados sistemáticamente, no necesariamente vinculados a la guerra. 7 

De manera similar, cuando el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas estableció el 
Tribunal Internacional para el Enjuiciamiemo de los Presuntos Responsables de las 
Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario Cometidas en el Territorio de la 
ex Yugoslavia (conocido como Tribunal Internacional para la Ex Yugoslavia), y aprobó su 
Estatuto, definiendo también los crímenes contra la humanidad y los crímenes de guerra 
dando paso a una amplia jurisprudencia sobre la materia que permitió ratificar la autonomía 
de cada uno de estos dos tipos de actividad criminal intemacional.8 Así, dicho Tribunal 
tuvo la oportunidad de interpretar que las acciones de un crimen de lesa hwnanidad deben 
ser o bien masivas o bien sistemáticas.9 Pero tal masividad o sistematicidad también 
puede ser contextual, de manera que entonces un acto aislado desarrollado en el marco 
de ese contexto, se convierte así en un crimen de lesa humanidad. 10 Y con el Tribunal 
Penal Internacional para Ruanda, se afirmó que en todo caso, lo anterior no podía significar 
que el crimen de lesa humanidad exigiera un conflicto annado, ya sea de carácter 
internacional o no. 11 

Igual que lo sucedido en los juicios de Nuremberg, el Tribw1al Penal Internacional para la 
ex Yugoslavia no dudó en establecer que la misma conducta puede dar lugar a 

•• 

" 

Report oí the lntemational law Commission on its S«:ond Session, Supplemcnt No 12 (A/1316(1950), Vol JI, ~ 123, p. 
377. 

lntemational Military Tribunal at Nure1nbcrg, Tlit Trial of U-nr:an Mnjor tNnr Criminals, judgment of 1 October 1946,. p. 
468. TcxtuaJmcntc, y para ma;or comprensión de los alcances, el Tribu.naJ señaló: "With regard to crimes agninst l11mw11ity1 

tlitrt is ,ro doubt wlratever llmt polilical oppo11e11ts wt'rt 11mrdered íu Qrmany btfort tltt Uta!', n11d t/1111 m(my of llrt m were kept in 
couamtratio11 camps "'arcumstmrces o/ great '"'"º' m1d cn1elty. 111t pclicy o/ krror was ccrtai11ly carritod out 011 a vast scale, nud 
;,, mm1y cases was orgnmud aud systematk.'1'raducción libre: .. Co,, rtlació11 a los cn·me11ts contra la lmmtmitllut 110 hay duda 
sobre que los oponent.es poUticos fuero11 asesirrados en Altmarrin a11tes de 111 guerra, y que muchos M t ilos fueron retenidos t11 
campos dt co11a11traci611 en circunstancias df gnm horror y cnreldad. Ln polílKa de terror fue ind1ulnbleme11te impleme11tada t11 
1mn amplia escala, y t 11 mud 1os casos fue orgtt11iznda y srstemáticn". 

Sín embargo, pOr razones enUnentemente contextuales, la existencia de un conllkto annado se consideró co.mo un 
elemento detenninante de la configuración de los crinlenes de lesa hunlanidnd. A pesar de eUo el Tribunal Penal 
lntem~cion~ p~r.s la ex YugooJ.,vi<1. consideró que tul dcíinición., establecida por el C01\$Cjo de Seguridod e.rea. W"I~ 
est:n..'C'hez respecto al concepto que consuctudinariamclltc se habta formulado sobre los cri,rnené'S contra Ja humanidad. 
Vide. lntcmational Criminal Tribunal íor lhc L'x Yugoslaviá, Prosecutorv. DuSko'fadié1 Opinion JT .. 94 .. J-AR72, Occision on 
the Deíencc Motion íor Interlocutor¡• Appcal on Jurisdi<rion (Appeals Chomber), October i, 1995, ~ 141 . 

lntemational Criminal Tñbw'\al for thc ex Yugoslavia, Prt.>$tartor v. DuSko'fadié, No 1T .. 94-1 .. t, Opinionand judgment of 
the Tria! Chamber, May 7, 1997, ~ 646. 

Id. 649 . 

lntemational Cñminal TnbW\al for Rwanda, Ftrdi,,a1td Naliimtmn, }e1m-Bosco Barayagwha and Hasan Nge:e v. Prosecutor, 
No ICTR·99<i2·A, judgment oí the Appeals Chamber, November 28, 2007, ~ 916-917. 
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Finalmente, en el ámbito del Estatuto de la Corte Penal Internacional se define, en su 
artículo 7 .1, que un crimen de lesa humanidad es cualquiera de ciertos actos delictivos -
incluyendo el asesinato- cuando se cometan como parte de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque. 
Adicionalmente, en el artículo 8.2 se definen los crímenes de guerra como infracciones 
graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, o de las leyes y usos 
aplicables en los conflictos armados internacionales; asimismo, y tratándose de un conflicto 
armado interno, como " las vio laciones graves al artículo 3 común a los cuatro Convenios 
de Ginebra, así como las violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos 
armados que no son de índole internacional". 

Se puede apreciar que en tales definiciones hay puntos que no son comunes y que cumplen 
un rol diferenciador, entre ellos la existencia de un conflicto armado interno como contexto 
histórico indispensable para configurar crímenes de guerra, frente al ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil como contexto histórico indispensable para 
configurar crímenes de lesa humanidad, de manera que el concurso ideal de ambos 

" 

.. 

Vide, nota 5. 

lntcmationa.l Crirninal Tribu.na! for thc ex Yugoslavia, ProSl!c.rttor ti. Onrio Kordié and Mario Ur*rz1 No IT·95--14/2·A. 
Judgment of the Appeols Chamber, December 17, 2004, 11036. Textualmente señal•: • ... 111" App<nls Clu1111btr /1os 
rttog11iud that rorrvictio11s far tlJt $ame conducl mrder Arliclt 3 (laws and trtsloms of tvar) n11d Artide 5 (crimes againsl 
J111maJ1ity) o/ tlit Stntult nrt ptrmissiblt. Follcnoi11g tlw Cttebiéi tt sl, tlJt Apptals Oramber l1as consistt"tly Jield tl1at crimes ngninst 
lumumity coustitute crimes dislfoct from violnlio11s of lltt lnws or a 1stoms of nmr ¡,, tlmt tflclt coutnins a11 tlemenl 1101 prtse11l in 
tlU! otl~r: Artide 3 rtq11i~s a doS< link betwtt11 tlU! acts of tlie aecused a11d tltt anued amjlict; tliis tlem~11t is 1101 rtquired by 
Attitlt 5. 011 tlit ollrr Jia11d, Arlidt 5 rtquirtS pf(}()f tliflt tJJt aet occurrtd as ¡x'lrl of a tuidtspre.ad or systtmnlie atlack agafosl a 
civilia11 pop11lntio11; tlmt elenu-111 is 1101 req11ired by Artidt 3. Tlws ead1 Article Itas fm eltme11t req11in'11g proof of a fact 1101 req11ired 
by lit.e otlr.er. As n resttlt, crmmlaUve co11vktio11s 1mder boll1 Articlt s 3 a11d 5 are permissiblt". Enidéntiro seJ\tido ver: 
lntemational Crinlina.l Tribunal íor the ex Yugoslavia, Prosecutor v. Dmgoljub Krmarac, RadomitKOlJ(l{ twd Zoro11 V11covié 
(Foál CaS<), No IT-%-23 & IT-%-23/1-A, Judgrnentof the Appeals Chamber, O..>eember 12. 2002, 1175-178; lntemational 
Crimina) Tribuna) íor lhe ex Yugoslavia, ProseC'utor v. Zormr Kupreikié t>I al. (1..Ahm Vnlley CaSt), No JT-95-16-A, Judgmenl 
of the Appeals Chamber, October 23, 2001, 387; lntemational Criminal Tribwial for the c.x Yugoslavia. l'rvsec11tor v. 
Cora11 /<lisié (8rc1'o), No IT-95-10-A, judgment of the Appeals Chamber, )uly 5, 2001, 82; lntemational Criminal 
Tribunal for the ex Yugoslavia. Prosemtor v. Ztj111l De/alié el al. (Celebiü aw1p), No IT·%-21·A, judgment of the Appcols 
Chamber, Fcbruary 20. 2001, 412. 

lntemationat Criminal Tribunal íor Rwanda, Uw~11t Seman::a v. Prosecutor, No ICTR-9?-20-A, Judgment of thc AppcaJ 
Chamber, May 20, 2CX6, t 368; lntemational Criminal Tribunal for Rwanda, Prosecutor v. jcmr dt DieuK.am11lumdJ1, No 
ICTR-95-54A-T. judgment of the Trial Chambcr 11, january 22. 200!, 583; lntemational Criminal Tribunal for Rwanda. 
Prosemtor v. J11vé11al K¡,jelij<li, No ICTR-9844A-T, Judgmcnt of the Tria! Charober I~ D=mber 1, 2003, ~ 745-753; 
lnternationaJ Criminal Tri'bunaJ for Rwanda~ Ceorge A11dersc11 Nden1bmm."' R11taga11d11 v. Prosecutor, No ICTR-96-3-A, 
Judgment oí lhe Appcal Chambcr, May 26, 2003, ~ 583; lntemationaJ CñnU.nal Tribunal for R\\'anda, Alfr~d M11Stma v. 
Proserntor. No ICTR-%-13-A, judgmcnt of the Appeal Chambcr, November 16, 2001, 358-:369; lntemational Criminal 
Tribunal lor Rwanda~ Prosecutor v. }ean·Pnul Akaytsu. No ICTR-96-4-T. Judgo\C'!nl o( the Trial Chamber l. Scptembcr 2. 
1998, 468. 
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crímenes es posible incluso en el ámbito jurisdiccional de la Corte Penal Internacional, 
como lo ha sido en el ámbito jurisdiccional de los tribunales internacionales ad hoc que han 
existido. Cabe señalar, a manera de reafirmación, que la Corte Penal Internacional ha 
confirmado esta opción. 1 s 

Del recuento histórico y juridic.o que antecede esta Procuraduría formu la las s iguientes 
conclusiones: 

l. Las ejecuciones extrajudiciales o extralegales, tal y como son denominadas en el 
ámbito de los derechos humanos, corresponden a las figuras penales del asesinato u 
otras similares demostrativas de una intencionalidad homicida directa. 

2. Cuando tales acciones son realizadas como parte de un ataque generalizado y 
sistemático contra la población civil, las mismas constituyen asesinato u homicidio 
como crimen de lesa humanidad. 

3. Si tales acciones son realizadas en el marco de un conflicto armado interno o 
internacional , y se realice una ejecución extrajudicial o extralegal sobre personas 
protegidas por las costumbres de la guerra, así como por los Convenios de Ginebra 
y otras normas del derecho internacional humanitario, por ejemplo población civil 
no vinculada directamente con las hostilidades, las mismas constituyen asesinato u 
homicidio como crimen de guerra. 

4. La jurisprudencia consolidada en este ámbito del derecho penal permite afirmar de 
manera contundente la aplicación del concurso ideal de deli to, de acuerdo al cual, 
un mismo hecho o conducta puede dar lugar a una responsabilidad concurrente o 
simultanea por el cometimiento tanto de un crimen de lesa humanidad como de un 
crimen de guerra. 

B) Los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra como violaciones de 
normas internacionales imperativas (jus coge11s) 

La existencia del derecho internacional imperativo es algo que no puede ponerse en duda. 
Este cipo de normas surge de la naturaleza primaria del derecho internacional, en el cual 
opera en términos generales el llamado jus dispositivum de acuerdo al cual los Estados 

1' JnternationaJ Crimina) Court# l'rt&c11tor v. Cenmtin Kalmrga ($1t11nlio11 i11 lllt Democrnllc Republic o/ llie Co,,go), No lCC· 
01/().1-()1/07, Judgmcnt ol the Tríal Chambcr 11, March 1, 2014, 1696. La expresión textual es muy esclarecedora: ·71., 
Cluunbtr notes, first, t1111t ti~ trime aga111st lr11111a11i'ty of murdtr co11tai11s a m11terintly disliuct elemer1t wllicll is not required far tltt 
establisbmettl o/ lite crime of ttmrder a.s a war crime: A oime ngnfost J11mra11ity rtq11irts tire exisleue.t of n widetprt.ad or systemotic 
nttack agaillsl a civilian pop11latio11, a11d t/11 demoustmtion o/ n 11exus belwttt1 the pttptl'rntor's C'Olldttel nnd tlat attack, in rtspect o/ 
botli llw obfetti've a11d tlat subjtctiw tltme111s. Stro11d, :he Cl1amber 11otes l11at tl1e war cr1'me o/ murder alsc ro11tahrs at least 01tt 
materially dis/l'uct elemeut abitut from t}t( mme against lmmanity o/ murdl'r. tite Jontter rrq11ires derrumstratiot1 that tl&e perso11 
J.:itled ?uas 'lrors de combat' or was 110 1 active/y participati"g in liostilitits l'lud estnblisl1me11t tliat tltt amdr1t t ¡,, qutstiou tvns 
com1tcltd to n11 nrmed ttmflitt . Acc.ordi11gly, in llit Cliambtr}s opi11io11, m11ltiple convictions may bt e11lend far ll1t crimts of 
m11rdtr amstit11ti11g cn·mrs agaúrst l111mn11ity (articl< 7(1){a)) a1td war crimes (article 8(2)(c){1))." 
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seleccionan las nonnas internacionales con las que quieren vincularse, una selec ~ "o!~.. ·~.F ,: 
escogencia que se hace mediante la reiteración deliberada de una conducta y ba ?~ ".· "~~<tfl 
reconocimiento que la observación de la misma es obligatoria -normas consuetudinarias- ·:·~ 
expresando su intención de vincularse por medio de un tratado libremente negociado con 
otro u otros Estados -normas convencionales- . De esta manera, un Estado puede oponerse 
a una norn1a consuetudinaria -expresando su objeción a la existencia del opinio juris- o 
simplemente absteniéndose de realizar los actos que expresan su voluntad de 
comprometerse por el tratado -v.gr., absteniéndose de adherir o rati ficar un tratado-. 

En tal sentido, e l derecho internacional no deja de ser un ordenamiento jurídico a la carie, 
donde cada Estado construye el ordenamiento jurídico que se impondrá. Sin embargo, se 
reconoce que allende a las decisiones o a la voluntariedad estatales sobre la materia, existen 
ciertos ámbitos o dominios que no pueden tener la enorme variabilidad o relatividad que 
poseen las normas consuetudinarias o convencionales, como fuentes tradicionales. Esos 
ámbitos que limitan la voluntariedad estatal se presentan como prescripciones normativas 
absolutas, y se denominan, por oposición,jus cogens. Sería un absurdo intelectual pretender 
que un Estado defina qué norn1as del jus cogens le son impuestas, de manera que estas 
normas no emanan las fuentes tradicionales, aunque dichas fuentes pueden fungir como 
fuentes de reconocimiento o constatación de su existencia. 

La afirmación de la existencia de las normas de jus coge ns inició --<iesde la perspectiva del 
derecho positivo- a partir del pronunciamiento de la Corte Internacional de Justicia sobre la 
viabilidad de las reservas a la Convención sobre el Genocidio, 16 en el que este máximo ente 
judicial afirmó que la intención de reconocer al genocidio como un crimen bajo el derecho 
internacional descansaba ínter alia en ser contrario a la moral, siendo la primera de sus 
consecuencias que los principios subyacentes a tal Convención son vinculantes para los 
Estados aún sin necesidad de una obligación convencional que así lo establezca. 17 Luego de 
tal pronunciamiento, la Corte Internacional de Justicia ha continuado reafirmando la 
existencia de las normas dejus cogens. 18 

La Sala de lo Constitucional de El Salvador, ha ten ido la oportunidad también de reconocer 
la existencia del jus cogens, dentro de las particularidades que son permitidas en el marco 
de los procesos constitucionales. Así, ha reconocido que el jus coge ns es un límite para la 
soberanía estatal , con fuerza suficiente para anular o tenninar tratados o acuerdos que le 

" 

11 

.. 

El nombre propio es Convención para la Prevención y la Sanción del Delito deGenociruo (UNTS Vol. 78 (1951), No. 
1021). 

lntematíonal Court oí justic~, KtsenJtJlio"s to tire Co,,ventio1J ott Genocidt. Advisory Opinion, May 28. 1951. ICJ Reports 
1951, p. 23. 

Vidt: lntemational Court of justice, Mllitary and Paromilrtnry Actrvittes m and ngnwst Nicaragua (Nicaragua v. United States 
of Am,,;ca), judgment on merits, juno Zl, 1986, IC/ Reports 1986, p. 100. 1 !<JO. !ntcrnational Court of justice, Legalily of 
lllf 17rrral or U" of Nr1clear Weapo11s, Advisory Opinior~ July 8. 1996, !Cj Reports 1996, p. 257, ~ 83. lntemational Court of 
Justicc. Questious Rtlnting to ll1e Obligation lo Prosecule or F..xlmdil~ (&lgium v. Seuegnl), Judgnlent.. july 20, 201L ICJ 
Rcports 2012, p. 457, 199. 
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sean contrarios, 19 igualmente ha reconocido que el derecho a la vida -como el principio de 
no discriminación y la prohibición de la esclavitud y de la servidumbre- descansa en una 
norma de jus cogens y que esa naturaleza es Ja que dota de obligatoriedad jurídica a v.gr. la 
Declaración Universal de Derechos Humanos,20 también como un elemento integrante de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, independientemente del hecho que 
El Salvador no la haya ratificado aún,21 y finalmente afirmando que los derechos 
fumlamentales poseen un valor supra legal debido a que ellos mismos son jus cogens.22 

La prohibición de cometimiento de crímenes de lesa humanidad y de crímenes de guerra es 
de la naturaleza de jus cogens, 23 y ante una prohibición de esa naturaleza corresponde que 
su impunidad esté igualmente prohibida con la misma naturaleza del jus cogens. Esta 
aftrmación posee dos consecuencias, la primera es la ineficacia de toda norma que disponga 
la imprescriptibilidad de tales crímenes y de cualquier otra limitación al castigo de quienes 
sean responsables; Ja segunda, que se proyecta en el ámbito de la asistencia y cooperación 
internacional es la transformación del principio aut dedere aut judicare en una completa 
regla jurídica. 

B. I Imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad y de los crímenes de 
guerra 

En 1965 el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas en su resolución 1074 
(XXXIX)-D sobre el castigo de los criminales de guerra y de las personas que hayan 
cometido crímenes de lesa humanidad, instó a los Estados para que busquen, detengan y 
castiguen a quienes sean culpables de haber cometido tales delitos. Apenas un año después, 
en 1966 el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas emitió también Ja resolución 
1158 (XLI) y en ella reconoció el principio de que no existe plazo de prescripción para 
los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad. Como resultado de tal 
constatación, y para dotarle de la fuerza jurídica de un tratado, se aprobó en 1968 la 
Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de 
Lesa Humanidad. 

1• Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, PrO<t'SO dt Íl1co11stit11do11nlulnd 7-2006 t i alli, Sentencia 
defmitiva. del 29 de mayo de 2015, § Vl.3 y Xl.7.A. 

:yi Sala de lo Con.~titudonal de la Corte Suprema de justicia, Prouso dt ;,,co1tstitucioualidad 26-2006, Sentencia definitiva, del 
12 de marw de 2<:X17, § Vl.2.A.c.üi. 

21 Sala de lo Constitucion(l) de la Corte Suprema de Justicia, Proa50 de focoustitucionalidad 3-91, Sentencia definitiva., del 7 
de septiembre de 1999, § Vl.2. 

12 Sala de lo Co1\Stitucional de la Corte Suprema de justicia, Proaso dL lttco11stih1cionalidad 3-92 y 6-92, Sentencia definitiva. 
del 17 de diciembre de 1992. § rx ab foitfo. 

t.\ Cfr. t-Yt Chcrif Bass1ourú, 1"1<nmtio11al Crimrs: Jus C.Ogcus at1d Obligat10 Ergn Omues, en; L\W ASO CO~'TEMPORARY 
PR081.EMS Vol. 59. No. 4, pp. 63-74. 
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Si bien El Salvador no es un Estado parte de dicha Convención, eso no implica concluir 
el principio de imprescriptibilidad sobre tales crímenes no le sea exigible. La naturaleza 
la imprescriptibilidad de tales crímenes es el resultado de la naturaleza del crimen mismo, y 
no de la existencia del referido tratado. 24 En estos casos, el tratado es s implemente una 
fuente de reconocimiento pero no de creación o emisión de derecho objetivo. 

B.2 El principio aut dedere aut judicare como regla jurídica existente en los crímenes 
de lesa humanidad y en los crímenes de guerra 

Como resultado de la naturaleza de ju.1· cogens de la prohibición de cometimiento de los 
crímenes de lesa humanidad y de los crímenes de guerra, y la consecuente obligación de la 
misma naturaleza de evitar su impunidad, surge un escenario particular cuando se trata de 
la implementación de la persecución penal que involucran a varias jurisdicciones de otros 
Estados. 

El punto de partida, pero no de llegada, es el principio que dispone que el ejercicio de las 
potestades pwlitivas de un Estado deben ser implementadas exclusivamente dentro del 
territorio en e l cual se han cometido los hechos, con independencia de Ja nacionalidad del 
sujeto activo y del sujeto pasivo del de lito, lo que se denonlina, evidentemente, como 
"principio de territorial idad" de la j urisdicción penal. En el caso salvadoreño este principio 
se encuentra contemplado en el artículo 8 de l Código Penal. Sin embargo, se reconoce que 
existen situaciones que justifican excepcionar al principio de territorialidad y de ellas se 
deriva el llamado "principio de extraterritorialidad" de la jurisdicción penal, lo que está 
contenido en Jos artículos 9 y 1 O del Código Penal. 

Si se supone Ja existencia de dos Estados, A y B, conviene imaginar que un nacional del 
Estado A comete un delito en el territorio del Estado B, siendo que tal delito está estipulado 
como tal en ambos Estados.25 La pregunta que surge es ¿cuál es el ordenan1iento jurídico 
punitivo que debe aplicarse? Desde la perspectiva del Estado B aplicaría el princ ipio de 
territorialidad, pues ahí ocurrieron los hechos delictivos, y es su ordenamiento jurídico el 
que se ha violentado, por Jo que tiene un interés incontestable para reafirmar la validez de 
su ordenamiento jurídico mediante la apl icación de la pena, sin perjuicio de las 
reparaciones que debe asegurar a las víctimas del delito. Sin embargo, siendo que el 

" 

" 

En tal sentido, y respecto a crimenes de lesa humanidad: Corte lnterru.ncricana de Derechos Humanos, caso Almo11ndd 
Artlta"o v. Chile, Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y rostas, Serie C No 154, ~ 152-153, del 26 
de .scptie.mbre de 2006. La jul'isprudencia de la Corte lnterameric-ana de Derechos Humanos no ha sc.-'ña.lado de manera 
expresa que los crim("ne,'t de guerra g0Ct1'n de imprcscriptibilid3d.. sin e1nbargo, s{ ha declarado que las normas del 
derecho internacional humanitario, en particular el articulo 3 común a los Convenios de Ginebra, y el Protocolo U a los 
Convenios de Ginebra relativo a Ja Protección de las Victmlas de los Conflictos Armados sin Carácter lntcmacionaJ, 
constituyen normas de JllS cogt,,s. Por tanto, bajo el principio idem ratio itkmj11s, se debe conc.luir que La Corte 
fntcramericarui de Derechos Humanos avaJa Ja imprescriptibilidad de los crln'enes de guerra, 

Lo anterior no supone que las descripciones típicas sean identieas, pues ello es bastat\te itnprobable que ocurra en la 
tP:\licfad. ~in Pmh3reo "" wquif'r<' quP lo.'> hPc.hrn: df'liC"tivos M>-.an, al menf>S en su esencia, equivalentes en las 
legislaciones penales de los Estados concernidos. 
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perpetrador de tal delito es un nacional del Estado A que no ha renunciado a su jurisdicción 
y que no posee inmunidad de jurisdicción frente a otro Estado,26 entonces el Estado A 
puede requerir aplicar su jurisdicción sobre su nacional , para lo cual podrá solicitarle al 
Estado B que lo extradite, es decir, que lo saque de su ámbito territorial y lo ponga bajo su 
custodia y jurisdicción, para lo cual podrá ser necesario, según las circunstancias, la captura 
de la persona o la apl icación de otras medidas de coerción procesal. El interés que motiva al 
Estado A puede descansar, simplemente, en la necesidad de proteger a su nacional. 

Conviene suponer un tercer Estado, C, quien ha acreditado un Embajador ante el Estado B 
en calidad de jefe de su misión diplomática. Ahora es importante asumir que la victima del 
delito cometido por el nacional del Estado A es precisamente este Embajador. En estas 
circunstancias, conforme con el principio de territorialidad, el Estado B puede desplegar su 
jurisdicción penal contra el nacional del Estado A; este último, según lo dicho, puede 
solici tar la extradición de su nacional al Estado B y, además, en este hipotético, el Estado 
C, por ser "la víctima", puede también requerir al Estado B que extradite al perpetrador 
para juzgarlo, debido a que su interés es evitar la impunidad de sus bienes jurídicos. 

En los dos ejemplos anteriores se observa que hay una concurrencia de intereses 
paniculares o privados de los Estados, y conforme a ta.les intereses se fundamenta el 
criterio personal o subjetivo del principio de extraterritorialidad -en el caso salvadoreño 
dicho criterio se manifiesta en la primera parte del artículo 9.3 del Código Penal-, y el 
criterio real u objetivo del principio de extraterritorialidad -en el caso salvadoreño dicho 
criterio se manifiesta en la parte final del artículo 9.3 del Código Penal-. Sin embargo, 
ninguno de estos criterios o intereses se impone, dada la igualdad soberana de los Estados, 
al principio de territorialidad.27 

Esta situación está regulada por un principio jurídico formulado como aut dedere aut 
judicare. Como principio no es una regla jurídica, y por tanto carece de los operadores 
deontológicos regulares - mandar, prohibir o permitir- llegando a ser un criterio 
jurídicamente motivado para resolver situaciones en las que no existe w1a regla jurídica 
expresa. Esto quiere decir que si entre dos o más Estados existe una norma internacional 
vinculante, por la vía de Ja costumbre o de una fuente convencional, que establezca en qué 
casos la extradición debe concederse obligatoriamente y en qué casos o circunstancias su 

" En general c1 pcrsot1.al consular, el personal c:Uplom.atico, eJ Ministro de Re1adones Exteriores, eJ Jefe de Gobiemo y el 
Jefe de Estado go?"..an de inmunidad de juri.sclla:ión de los otros Estados. Tal inmunidad no es absoluta, y benc.ficia a la 
persona en el ejercicio de uno de tales cargos, no por la persona en sr, Jnas por lo que representan los mencionados 
e-argos, lo que se manifiesta quc tal inmunidad dura mientras Las personas tjercen los cargos; en todo ca.so la inmunidad 
de jurisdicción es una circunstancia procesal. y no significa inlpu.nidad, pues no iropide que, bajo ciertas circunstancias 
o condiciones, se aplique la ley penal respectiva. Vide, r_nternarional Court o f Justice, Case Ctmcen1iug tlu: Arm t Wam11t 
of11April 200 (Dernocrati< Rcpublic oJOmgov. Belgium), Judgmcnt, February 14, 2002, ICJ Reports 2002, pp. 19-26, ~~ 45-
61. 

De acuerdo con las regulad oncs salvadoreñas, el m ttrio rtal no se refiere sólo a bienes jurfdkos del Estado 
salvadoreño, sino a bienes juridicos salvadoreños, por lo que los delitos cometidos en el extranjero contTa salvadore.f'los 
pueden ser conocidos por la jurisdicción salvadorel\a. Doctrinariamcntc este ámbito es llamado criterio dt prrso11nlidad 
pasiva -y el m'terio M ptrsoualidnd mencionado en el texto se suele referir coi:no criterio de pcrsonaUdad adfva ... 
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No obstante, y dentro de la línea de hipotéticos planteados, surge una pregunta: ¿Qué 
sucede si el hecho delictivo no se limita a integrar el mero interés privado o particular de 
los Estados concernidos, sino que tal hecho delictivo alcanza un interés público 
internacional, es decir, un interés que los trasciende? Eso es justamente lo que sucede con 
los crímenes de lesa humanidad y con los crímenes de guerra. Debido a que la prohibición 
de su cometimiento es de la naturaleza de jus cogens, y de esn misma nnturnlezn es In 
prohibición de la impunidad en tales crimenes, tales prohibiciones son, por antonomasia, 
obligaciones erga omnes,30 e involucran a todos los Estados y sujetos del derecho 
internacional urbi et orbi. Evidentemente en este tipo de situaciones se produce un efecto 
jurídico particular: ningún Estado puede abstenerse de juzgarlos. Para tal circunstancia el 
principio de extraterritorialidad se rige fiºr un criterio de universalidad, que ha permitido 
acuñar el témlino jurisdicción universal. 1 

Así las cosas, el Estado en cuyo territorio se cometió un crimen de lesa humanidad o un 
crimen de guerra, o aquel en cuyo territorio se encuentran los perpetradores de dichos 
crímenes, tienen jurisdicción plena y obl igación ineludible de evitar la impunidad, y 
cualquier otro Estado tiene igualmente jurisdicción plena e idéntica obligación, sólo que 
por razones materiales y jurídicas, este último Estado depende de que se le conceda la 
extradición que solicite. En este punto se genera una bifurcación normativa para el Estado 
requerido por wrn solicitud de extradición: o procede ineludiblemente al juzgamiento de los 
perpetradores o concede obligatoriamente Ja extradición requerida. 

En otras palabras, cuando el hecho delictivo que se persigue no involucra la persecución de 
crímenes que implican violaciones al ius cogens, ningún Estado está obligado a conceder la 
extradición o a juzgar en su territorio a la persona respectiva, a menos que entre los Estados 
concernidos exista una norma internacional, consuetudina.ria o convencional, que así lo 
disponga. Pero si el delito perseguido implica violación al ius cogens, Ja naturaleza de esta 

Vide: UN lntemationc"ll Law Commission, 11U? obligatio11 to extradite or prosecute (nul Mdtre aul judicttrt), Yearbook oí thc 
lntemational law Commission, 2014, vol. 11 (Parttwo). 

" ld .. 1 6-14 . 

.'ti La afirmación contraria no siempre e.o; cierta, pues no toda obligación ergo om11~s es una norma de jus cogt11s. 

31 t n el caso s"1va.doreño dicha non:na se recoge en el articulo 10 del CódJgo Pi.-nal En ('1 ('<'1$0 1?$p:lt'I01 un..'\ n o nM 

equivalente se encuentra en cl articulo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
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nom1a y de la que prolúbe la impunidad frente a los mismos, se crea una regla jurídica en e l 
sentido que, el Estado donde se encuentre un criminal de guerra o un criminal contra la 
humanidad, debe juzgarlo incondicionalmente como una obligación inmediata, y esa 
obligación subsiste incluso si se le presenta un requerimiento de extradición; de manera que 
la única opción para no juzgar es acceder a l pedido de extradición, siendo por lo tanto la 
extradición una obligación alternativa. Lo que es ilegal, desde todo punto de vista, es 
negarse a juzgar y negarse a extraditar.32 

Existiendo ahora la Corte Penal Internacional, algunos teóricos discuten Ja denominada 
tercera opción, conforme con la cual en lugar de extraditar a un criminal de guerra o a un 
criminal de lesa humanidad ante la jurisdicción de un Estado requirente, se le entrega a la 
j urisdicción de la Cone Penal Internacional , obviamente sólo si el hecho cae dentro de su 
competencia ratione mateti(I! y ratione temporis. La validez de esta opción es 
independiente a la existencia de algún tratado vigente sobre extradición entre el Estado 
requirente y el Estado requerido. Pero este es aún un tema de lege ferenda. 

De lo expuesto, esta Procuraduría formula las siguientes conclusiones: 

" 

1. La prohibición para cometer crímenes de lesa humanidad y para cometer crímenes 
de guerra pertenece y es de la naturaleza del jus cogens. Igualmente y de manera 
concomitante, existe como norma dejus cogens que prohíbe cualquier expresión de 
impunidad frente a este tipo de crímenes. 

2. El ejercicio extraterritorial de la j urisdicción de un Estado depende necesariamente 
de la concesión de su solicitud de extradición, pero e l Estado requerido, siempre que 
el hecho delictivo no trascienda el interés particular o privado de los Estados 
concernidos, no se encuentra obligado a conceder la extradición, a menos que entre 
el Estado requirente y el Estado requerido exista una norma de derecho 
internacional vinculante -<:onsuetudinaria o convencional- que genere tal 
obligación. 

3. Si los hechos delictivos son violatorios de normas de jus coge ns, como sucede con 
los crímenes de guerra y de lesa humanidad, opera otra manifestación del principio 
de extraterritorialidad que habilita a cualquier Estado a realizar la persecución penal 
respectiva. En este caso, e l Estado en cuyo territorio sucedieron los hechos o e l 
Estado en cuyo territorio se encuentren los perpetradores están obligados a realizar 
la persecución penal correspondiente, y sólo puede relevarse de dicha obl igación 
concediendo cualquier pedido de extradición. En estos casos, pues, el principio aut 
dedere aut judicare deja de ser tal y se convierte en una auténtica regla j urí<lica. 

Vi.de: Jntemational Cour-1 of Justk:e, Qucsliot1s Rtlati11g to tllf Obligotiou to Prostc11tt or Extradik (Be.lgmm v. Sc11cgalJ, 
judgmont. July 20, 2012, lCJ Reports 2012, p. 456, 195. 
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C) El asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras: un 
humanidad y un crimen de guerra 

Esta Procuraduría está convencida que el asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus 
colaboradoras, perpetrado el 16 de noviembre de 1989, constituye de manera simultánea, y 
como concurso ideal, un crimen de lesa humanidad y un crimen de guerra, para lo cual se 
realizan las siguientes consideraciones. 

C.l El asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus colaborador as como un crimen de lesa 
humanidad 

Para poder identificar el cumplimiento de los requisitos o circunstancias que se exigen para 
la existencia de un tipo penal de crimen de lesa humanidad se hace necesario comprender el 
rol que había desempeñado y que al momento de su asesinato desempeñaba el sacerdote 
jesuita Ignacio Ellacuría, particularmente con miras a favorecer wia salida política, 
negociada, del conflicto armado interno. Como lo acredita el Juez Eloy Velasco:33 

El rector jesuita de la UCA, padre Ignacio Ellacuría, a quien se conocía como el 
analista político más importante de El Salvador, no creía que fuese posible una 
victoria militar ni de las Fuerzas Armadas ni del FMLN. 

Durante años había argumentado que la única vía de salida posible a la guerra 
civil era el diálogo. 

Bajo su punto de vista, tanto ARENA como el FMLN habían avanzado lentamente 
hacia el centro: el papel que él había elegido era el de potenciar la creación de una 
"tercera fuerza " formada por civiles que ayudara a conseguir un acuerdo 
negociado. 

En su papel mediador entre el gobierno y el FMLN. Ellacuría tuvo éxito en alentar 
al comandante militar del FMLN más partidario de la línea dura a declarar por 
primera vez y públicamente su disposición a entablar una negociación. 

En sus reuniones con el presidente Cristiani, presionó para que se produjese el 
diálogo, de modo que cuando ARENA subió al poder en marzo de 1989, Ellacuría 
se mostró optimista. 

Creía que la idea de una "tercera fuerza" civil podría poner ji-eno a los partidarios 
de la línea dura de cualquiera de las dos partes. 

» Audiencia Nacional - Juzgado CcJ\tral de Instrucción Número 6, Sumario 97 /10 (OP 391 /08), Auto de proasamitnto, del 
30 de mayo de 2011, pp. 4-7. 
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Lo que el Rec1or Ellacuría había visto como una oporlunidad, precipiló la crisis de 
ARENA. 

Por primera vez, el partido estaba cada vez más dividido entre empresarios más 
abiertos a la negociación que querían influir en el Presiden/e Alfredo Cris1iani en 
esa dirección y las fi1erzas a favor de una posición de guerra más agresiva 
representadas en la persona de Roberto D 'Aubuisson, el "presidente honorífico 
vitalicio" y fimdador del panido ARENA.( . .) 

Ellacuría, al que ya se conocía por haber actuado como mediador experimentado 
en la liberación de la hij'a de un ex presiden/e a la que habían secuestrado, era el 
único intermediario que hablaba con todas las partes: desde el FMLN pasando por 
ARENA hasta la Embajada de EE.UU. Ac1uaba de puente emre el presidente 
Cristiani y los rebeldes. (. . .) En total, se es1ima que el rector de la UCA "tomó no 
menos de cuatrocientas medidas para llevar la paz a El Salvador". En el momento 
de su muerte, más que cualquier otra figura individual, Ellacuría se había 
convertido en el punto de apoyo de la elaboración de un posible acuerdo para 
acabar la guerra civil. 

La solución negociada al conflicto armado necesariamente pasaba por una transformación 
de las fuerzas armadas, y esto implicaba que el a lto mando mjlitar, cohesionado bajo sus 
profundos vínculos generacionales, en el grupo denominado " la Tandona", fuera excluida 
de su posición de poder y privilegios. Para ellos la guerra era su escenario de actuaciones y 
fuente de privilegios y de poder. En el auto de procesamiento se lee:34 

" 

Cada vez había más presión respecto de alcanzar una solución negociada al 
conflicto en los meses inmediatamente anteriores al asesinato de los Jesuitas. 

La línea dura centró su atención en obstaculizarla teniendo en cuenta que el 
elemento cen1ral de la negociación era la expulsión de la Tandona del poder. En el 
contexto de la ratificación del plan de paz regional Esquipulas l/ de agosto de 
1989, el Rector Ellacuria se reunió con el Presidente Cristiani; y posteriormente, 
por primera vez, las negociaciones celebradas en México D.F., entre el gobierno y 
el FMLN mostraron verdaderos avances. A mediados de septiembre. Ellacuría 
había emitido declaraciones cada vez más favorables acerca del gobierno de 
Cristiani, mientras hacía un llamamiento público al FMLN para que renunciase a 
algunas de sus demandas y para que se alejara de la opción miliwr. 

La reunión de Costa Rica del 16 al 18 de octubre entre el gobierno y el FMLN, 
celebrada un mes antes de la masacre de los jesuitas. fue la reunión clave y se 
centró en lo que para los rebeldes era el punto central de la negociación: la 
reestrucluración de las Fuerzas Armadas y la eliminación de la Tandona al 
completo así como de su principal aliado, el Comandan/e General de las Fuerza 
Aérea Juan Bustillo. 

ld .. p.9. 
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La reacción de "la Tandona" no esperó, y resultó ser de una férrea oposición al proceso de 
negociación. En palabras que se extraen del auto de procesamiento, y ~ue refleja la 
investigación realizada por las autoridades del Reino de España se puede leer: 5 

la Tandona permanecía intransigente y en lo que constituyó una clara amenaza, el 
Ministro de Defensa Larios, rodeado de su personal veterano y de los comandantes 
de casi todas las unidades del país aparecía en todos los medios de comunicación 
expresando "dudas " sobre las negociaciones. El ministro de Defensa consideraba 
que la idea de la "depuración", era "absurda, ridícula e imposible". Dos días más 
tarde, el Presidente Cristiani declaraba, en lo que pareció ser un cambio radical de 
posición, que nunca permitiría que el FMLN dictase la reestructuración de las 
Fuerzas Armadas. Pero la respuesta del FMLN del 25 de octubre presionó aún más 
a la Tandona: "Sin la purga de las Fuerzas Armadas de sus miembros asesinos y 
corruptos, no hay ninguna posibilidad para la democracia, y sin democracia, no 
puede haber paz". 

Se culpó repetidamente a los jesuitas de ser "el cerebro " oculto de las 
negociaciones y, a finales de octubre, el coche de Ignacio Ellacuría y de su 
compañero jesuita Segundo Montes apareció pintado con esvásticas que 
recordaban notablemente a las que le habían enviado al arzobispo Romero. Las 
palabras pintadas en su coche también resultaban familiares: "Muer/e a los 
comunistas de la UCA ". 

A esto le siguió el atentado contra FENASTRAS. una confederación independiente 
de sindicatos, el 31 de octubre, que mató a nueve líderes sindicales e hirió a más de 
40: un sangriento episodio que se consideró el primer golpe de una nueva oleada 
de "guerra contra las masas". El atentado de FENASTRAS obtuvo el efecto de que 
el FMLN abortase las negociaciones de paz de forma inmediata y, el 11 de 
noviembre de 1989, lanzó la ofensiva militar más importame del conflicto con éxito 
inesperado en San Salvador que sorprendió a los líderes del ejército. 

En medio de este nuevo estallido bélico, Ellacuría, que había venido a recoger un 
premio, volvió de España el 13 de noviembre de 1989, tres días antes de su 
asesinato, para reanudar sus esfuerzos con el objetivo de lograr un acuerdo. 

El presidente Cristiani se había puesto en contacto con él para proponerle unirse a 
una comisión de investigación cuyo objetivo era determinar la responsabilidad del 
atentado de FENASTRAS. 

» Id., p. 10-11. 
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El día de su vuelta, incluso mientras miembros de las Fuerzas Armadas y sus 
aliados civiles ya planeaban darle muerte, tres miembros del FMLN se pusieron en 
contacto con el rector de la UCA para que ayudase a establecer "nuevos contactos 
entre el FMLN y el gobierno para debatir sobre las negociaciones de paz ". 

Entonces Ellacuría se puso en contacto con oficiales jóvenes del ejército que él 
creía accederían a hablar con el FMLN. La retirada de la Tandona del liderazgo 
del ejército resultó ser el punto central del acuerdo entre los oficiales jóvenes y el 
FMlN. Si los miembros de la Tandona eran conscientes de que se estaba planeando 
una repetición del golpe de 1979 de los oficiales reformistas se desconoce. Pero, 
dados los antecedentes de los anteriores golpes militares internos de 1977 y 1979, 
los oficiales veteranos tenían que estar temiendo un acontecimiento de este tipo. 

El 15 de noviembre de 1989, los oficiales jóvenes comunicaron a Ellacuría que las 
negociaciones se habían aprobado y. posteriormente, informaron al FMLN de que 
"los preparativos iban por buen camino". 

Ese mismo día, miembros del ejército dieron la orden de asesinar a los Jesuitas y de 
no dejar testigos. 

Esta Procuraduría no puede dejar de enfatizar que, como se expresa en el auto de 
procesamiento, el atentado que se realiza en FENASTRAS unos días antes del asesinato de 
los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras, era una nueva oleada de la "guerra contra las 
masas", lo que implicaba la ejecución de lideres sociales y políticos, así como de población 
civil que se consideraba próxima al FMLN. Lo anterior se confirma con el siguiente 
revelador y claro pasaje:36 

... los documentos del servicio de inteligencia estadounidense revelan que estos 
oficiales de alto rango (Bustil/o, Zepeda, Ponce y Benavides) decidieron "ir tras el 
FMLN de una manera más agresiva." 

La siguiente reunión tuvo lugar cerca del mediodía. (. . .) lo excepcional de esta 
reunión fue la insistencia de los presentes en que los militares desecharan las 
tácticas más restringidas promovidas por los Estados Unidos y retomaran los 
asesinatos masivos de civiles que marcaron los primeros años de la guerra. 

Las investigaciones históricas acreditan que al inicio del conflicto armado interno la 
estrategia de ataques generalizados, sistematicos y masivos en contra de población civi l, 
fom1aba parte de un plan de actuación deliberado y conducido por el alto mando militar de 
la época. Justamente las múltiples masacres que esta Procuraduría ha conocido, acreditan 
esa circunstancia. Sin embargo, Juego del lanzamiento de la ofensiva militar "hasta el tope'', 
lanzada por el FMLN el 11 de noviembre de 1989, provocó que el alto mando militar 
salvadoreño decidiera tomar nuevamente la aciaga y crimioal estrategia. En realidad, e l 

"' Id., pp.30-31. 
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Poco después de esta reunión, cerca de las 15:00, unos 120 a 130 miembros del 
ba1allón Atlacatl ingresaron al Centro Loyola (la casa de retiro Jesuita que había 
sido registrada tres días antes por la Policía Fiscal), donde permanecieron toda la 
tarde. Después de recibir café y pasteles de parte del ama de llaves del Loyola, se 
dirigieron a la UCA unas cuatro horas después. Un oficial señaló: "Sí. vamos fl 

buscar a Ellacuría y a todos los Jesuitas. No queremos extranjeros. Esto debe 
terminar. " Otro dijo: "Vamos a buscar a E/lacuría, y si lo encontramos ¡le vamos a 
dar un premio! " 

Habiendo decidido llevar a cabo una respuesta más agresiva a la ofensiva del 
FMLN. se celebraron varias reuniones menores a lo largo de la tarde para 
implementar los planes reales correspondientes a los bombardeos. ataques contra 
la Universidad de El Salvador y alrededores, ataques contra dirigentes políticos, y 
una acción contra la UCA. Oficiales de inteligencia salvadoreños han informado de 
la presencia de consejeros Militares de Estados Unidos. el Coronel Mi/ton Menjívar 
y el Coronel William Hunter, en algunas de estas reuniones. (. . .) 

Como habían hecho cada noche desde que comenzó la ofensiva y mientras los 
soldados recogían sus uniformes para la misión, 24 oficiales de alto rango se 
reunieron alrededor desde las 18:30 hasta las 22:00 o 22:30 horas en los cuarteles 
del Comando Conjunto (EMCFA). Allí debatieron cómo acelerar la contra-ofensiva 
milita1; incluyendo el empleo de bombardeos aéreos sobre comunidades más pobres 
que se suponían controladas por el FMLN. La Comisión de la Verdad describe esta 
reunión como una reunión dirigida a adoptar medidas en contra de la ofensiva del 
FMLN. Ponce autorizó la eliminación de cabecillas, sindicalistas, y reconocidos 
miembros líderes del FMLN y se tomó la decisión de bombardear haciendo uso de 
la Fuerza Aérea y artillería y tanques para desalojar al FMLN de las zonas que 
ocupaba. El Ministro de Defensa, Rafael Humberto Larios preguntó si alguien tenía 
alguna objeción. Nadie levantó la mano y se acordó que se consultaría entonces al 
presidente Cristiani. 

Lo relevante de estas decisiones es que los objetivos militares eran 
prominentemente civiles, miembros de sindicatos y partidos políticos. Los 
bombardeos estaban destinados a vecindarios residenciales como Mejicanos y 
Soyapango. 

A la luz de las anteriores consideraciones real izadas por el Juez Eloy Velasco es evidente 
que existe una conjugación de acciones planificada y operadas por agentes estatales de 
naturaleza militar, particularmente el alto mando militar de la época, orientada de manera 

"' Id., pp. 32-34. 
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El día de su v11el1a, incluso mientras miembros de las F11erzas Armadas y sus 
aliados civiles ya planeaban darle muerte, /res miembros del FMLN se pusieron en 
contac10 con el rec1or de la UCA para q11e ayudase a establecer "n11evos contactos 
entre el FMLN y el gobierno para debatir sobre las negociaciones de paz ". 

Entonces Ellac11ría se puso en contac10 con oficiales jóvenes del ejército que él 
creía accederían a hablar con el FMLN. La retirada de la Tandona del liderazgo 
del ejército resulló ser el p11nto central del aC11erdo entre los oficiales jóvenes y el 
FMLN. Si los miembros de la Tandona eran conscientes de que se es1aba planeando 
una repelición del golpe de 1979 de los oficiales reformis1as se desconoce. Pero, 
dados los antecedentes de los anteriores golpes mili/ares internos de 1977 y 1979, 
los oficiales ve1eranos tenían que estar temiendo 11n acontecimien10 de es/e 1ipo. 

El 15 de noviembre de 1989, los oficiales jóvenes comunicaron a Ellacuría que las 
negociaciones se habían aprobado y. posteriormen1e, informaron al FMLN de que 
"los preparativos iban por b11en camino". 

Ese mismo día, miembros del ejérci10 dieron la orden de asesinar a los Jesuilas y de 
no dejar 1es1igos. 

Esta Procuraduría no puede dejar de enfatizar que, como se expresa en el auto de 
procesamiento, el atentado que se realiza en FENASTR.AS unos días antes del asesinato de 
los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras, era w1a nueva oleada de la "guerra contra las 
masas", lo que implicaba la ejecución de líderes sociales y políticos, así como de población 
civil que se consideraba próxima al FMLN. Lo anterior se confirma con el siguiente 
revelador y claro pasaje:36 

... los documenlos del servicio de in1eligencia estadounidense revelan que estos 
oficiales de alto rango (Buslil/o, Zepeda, Ponce y Benavides) decidieron "ir tras el 
FMLN de una manera más agresiva. " 

La siguien/e reunión /uvo lugar cerca del mediodía. (. . ) Lo excepcional de es1a 
reunión f11e la insistencia de los presentes en que los mili/ares desecharan las 
táclicas más restringidas promovidas por los Es1ados Unidos y retomaran los 
asesinatos masivos de civiles que marcaron los primeros años de la guerra. 

Las investigaciones históricas acreditan que al inicio del conflicto armado interno la 
estrategia de ataques generalizados, sistemáticos y masivos en contra de población civil, 
formaba parte de un plan de actuación deliberado y conducido por el alto mando militar de 
la época. Justamente las múltiples masacres que esta Procuraduría ha conocido, acreditan 
esa circunstancia. Sin embargo, luego del lanzamiento de la ofensiva militar "hasta el tope", 
lanzada por el FMLN el 11 de noviembre de 1989, provocó que el alto mando militar 
salvadoreño decidiera tomar nuevamente la aciaga y criminal estrategia. En realidad, el 

" Id., pp. 30-.ll. 
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Poco después de esta reunión, cerca de las 15:00, unos 120 a 130 miembros del 
batallón Atlacat/ ingresaron al Centro Loyola (la casa de retiro Jesuita que había 
sido registrada tres días antes por la Policía Fiscal), donde permanecieron toda la 
tarde. Después de recibir café y pasteles de parte del ama de llaves del Loyola, se 
dirigieron a la UCA unas cuatro horas después. Un oficial señaló: "Sí, vamos fJ 

buscar a Ellacuría y a todos los Jesuitas. No queremos extranjeros. Esto debe 
terminar. " Otro dijo: "Vamos a buscar a Ellacuría, y si lo encontramos ¡le vamos a 
dar un premio! " 

Habiendo decidido llevar a cabo una respuesta más agresiva a la ofensiva del 
FMLN. se celebraron varias reuniones menores a lo largo de la tarde para 
implementar los planes reales correspondientes a los bombardeos. ataques contra 
la Universidad de El Salvador y alrededores, ataques contra dirigentes políticos, y 
una acción contra la UCA. Oficiales de inteligencia salvadoreños han informado de 
la presencia de consejeros Militares de Estados Unidos, el Coronel Mi/ton Menjívar 
y el Coronel William Hunter, en algunas de estas reuniones. ( ... ) 

Como habían hecho cada noche desde que comenzó la ofensiva y mientras los 
soldados recogían sus uniformes para la misión, 24 oficiales de alto rango se 
reunieron alrededor desde las 18:30 hasta las 22:00 o 22:30 horas en los cuarteles 
del Comando Conjunto {EMCFA). Allí debatieron cómo acelerar la contra-ofensiva 
milita1; incluyendo el empleo de bombardeos aéreos sobre comunidades más pobres 
que se suponían controladas por el FMLN La Comisión de la Verdad describe esta 
reunión como una reunión dirigida a adoptar medidas en contra de la ofensiva del 
FMLN. Ponce autorizó la eliminación de cabecillas, sindicalistas, y reconocidos 
miembros líderes del FMLN y se tomó la decisión de bombardear haciendo uso de 
la Fuerza Aérea y artillería y tanques para desalojar al FMLN de las zonas que 
ocupaba. El Ministro de Defensa, Rafael Hwnberto Larios preguntó si alguien tenía 
alguna objeción. Nadie levantó la memo y se acordó que se consultaría entonces al 
presidente Cristiani. 

Lo relevante de estas decisiones es que los objetivos militares eran 
prominentemente civiles, miembros de sindicatos y partidos políticos. Los 
bombardeos estaban destinados a vecindarios residenciales como Mejicanos y 
Soyapango. 

A la luz de las anteriores consideraciones realizadas por el Juez Eloy Yelasco es evidente 
que existe una conjugación de acciones planificada y operadas por agentes estatales de 
naturaleza militar, particularmente el alto mando militar de Ja época, orientada de manera 

" Id., pp. 32-34. 
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anunció Ja incorporación de otras dos organizaciones militares al FMLN.4° Con fecha 10 de 
enero de 1981 Ja Dirección del FMLN dirigió otro comunicado público en el que anunciaba 
que había llegado Ja hora de iniciar las batallas tlecisivas militares e ilrsurreccionales para 
la toma del poder por el pueblo y por la consti tución del gobierno democrático 
revolucionario. De igual manera llamó al pueblo a los combates y a que las unidades 
revolucionarias regulares y guerrilleras, a las milicias de la revolución y a las masas 
combativas a iniciar de inmediato las acciones militares. Esta declaración pública dio 
origen a la denominada "Ofensiva Final".41 

Mientras sucedían los hechos anteriores las fuerzas de seguridad y armadas del Estado 
salvadoreño implementaron una reacción caracterizada por la represión político-militar, en 
la que incluso actores paramilitares cumplieron un rol bastante decisivo. A partir de la 
declaración del l O de enero de 1981 se asumió por completo la existencia de un conflicto 
armado interno, y diferentes operativos militares se desplegaron por cada uno de los grupos 
concernidos. Es en este contexto que el 28 de agosto de 1981 los respectivos Ministros de 
Relaciones Exteriores de México y Francia pronunciaron la llamada "Declaración Franco­
Mexicana" mediante la cual reconocían tanto al FMLN como al Frente Democrático 
Revolucionario - FDR, o tro escenario organizativo en el ámbito político y diplomático­
como "fuerza política representativa, dispuesta a asumir las obligaciones y los derechos que 
de ellas se derivan". Adicionalmente, la mencionada Declaración Franco-Mexicana, al 
mismo tiempo que alentaba y promovía una solución política en el conflicto dirigido a crear 
un nuevo orden interno en El Salvador, hacía un llamado a la comunidad internacional para 
que, particularmente dentro del marco de las Naciones Unidas, se asegure la protección de 
la población civil de acuerdo con las normas internacionales aplicables. 

Durante todo este tiempo el s istema de Naciones Unidas, incluyendo al Alto Comisionado 
de Naciones Unidas para los Refugiados, y complementariamente el Comité Internacional 
de la Cruz Roja, desplegaron una intensa actividad humanitaria en la atención de la 
población civil, incluyendo al intenso fenómeno de refugiados y desplazados internos. 
También se ensayaron diferentes iniciativas para cesar el conflicto armado interno, algunos 
intentados con el apoyo de la Iglesia Católica, así como otros esfuerzos internacionales 
como el Grupo de Contadora, la Declaración de Esquipulas, e l Acuerdo de Esquipulas 11, y 
tras los acontecimientos derivados de la caída del muro de Berlín y las transformaciones 
derivadas de la perestroika, con la mediación del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

Todos Jos aspectos precedentes dan certeza a esta Procuraduría para reconocer que en El 
Salvador existió, al menos desde el 1 O de enero de 198 l, y hasta el 16 de enero de 1992, un 

., Connmicados de la Dirección Revolucionaria Unificada PoUtico Militar (DRU-PM) del 3 de noviembre de 1980 y del 28 
de noviembre de 1980. El resaltado es suplido. 

" Comunicados de la Dir«:ción Revolucionaria Unificada Polftico Militar (DRU-PM) del 3 de noviembre de 1980 y del 28 
de no\ríembre de 1980. El resaltado es suplido. 
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fl. d . d d . d' . 1 • o .> . ,•' .: con 1cto arma o interno, y no una mera reyerta o esor en interno. A 1c1ona me • esta 
Procuraduría debe enfatizar señalando que los sacerdotes jesuitas y sus colaboradora ~)l.tl_"- "'.:• 
población civil no vinculada directamente con las hostilidades propias del conflicto armado. 
Los sacerdotes jesuitas, principalmente, constituían la jerarquía administrativa y académica 
de la Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas" y colaboraban con actividades 
pastorales en otros escenarios educativos y de creación de pensamiento, desde el cual, 
como era de esperarse, se analizaba la situación que vivía El Salvador, se hacía denuncia 
nacional e internacional por las graves violaciones a los derechos humanos que acontecían. 
Todo lo anterior s in perjuicio del valioso rol desempeñado por el sacerdote Ignacio 
Ellacuría, quien emprendió, con el apoyo de sus hermanos jesuitas, un apostolado a favor 
de la paz y por la vigencia de los derechos humanos en El Salvador. Sus colaboradoras, 
Elba y Celina, desempeñaban labores administrativas y de apoyo en la pequefia residencia 
que habitaban los sacerdotes jesuitas en el interior del campus universitario. 

Como queda acreditado en el auto de procesamiento que emite el Juez Eloy Yelasco, la 
planificación del asesinato de los sacerdotes jesuitas bajo la modalidad de no dejar testigos, 
la implementac ión de labores de inteligencia previa, la uti lización de logística militar, la 
implementación jerarquizada de las órdenes y su obediencia bajo an1enaza de recibir 
represal ias a partir de la jurisdicción militar, dan cuenta de manera indiscutible que se trató 
de una actuación consciente y dirigida de manera directa en contra de ese grupo de 
población civil no vinculada directamente con las hostil idades del conflicto armado. 

Adicionalmente, esta Procuraduría debe seí\alar que El Salvador ratificó los cuatro 
Convenios de Ginebra del 12 de Agosto de 1949, mediante el Acuerdo Legislativo 173, del 
10 de diciembre de 1952, publicado en el Diario Oficial número 37 del 24 de febrero d 
1953. Por otra parte, El Salvador ratificó el Protocolo Adicional a los Convenios de 
Ginebra del 12 de Agosto de 1949 Relativo a la Protección de las Víctimas de los 
Conflictos Armados sin Carácter Internacional (Protocolo 11), mediante el Decreto 
Legislativo 12, del 4 de julio de 1978, publicado en el Diario Oficial número 158 del 28 de 
agosto de 1978. 

Lo anterior quiere decir que al momento de los hechos que materializan el asesinato de los 
sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras, es decir, a l 16 de noviembre de 1989, para El 
Salvador estaban en plena vigencia el artículo 3 común de los cuatro Convenios de 
Ginebra, que reza así: 

En caso de conflicto armado que no sea de í11dole i11temacio11al ... cada 1111a de las Partes 
en conflicto tendrá la obligació11 de aplicar. como minimo, las siguientes disposiciones: /) 
Las personas que no participen directamente en las hostilidades .... serán, en todas las 
circu11stancias, tratadas con humanidad, si11 disti11ción alguna de Ílldole desfavorable 
basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o 
cualquier otro criterio a11álogo. A este respecto, se prohíbe11, e11 cualquier tiempo y lugar, 
por lo que atañe a las personas arriba me11cionadas: a) los atentados contra la vida y la 
integridad corporal, especialmente el homicidio e11 todas sus formas, las mutilaci011es. los 
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1ra1os crueles, la tor/ura y los suplicios. 

Asimismo, el Protocolo 11 a los Convenios de Ginebra cuyo artículo 4, párrafos 1 y 2.a, 
cuyo texto dispone así: 

/ . Todas las personas que no parlicipen direc1ame111e en las hos1ilidades, .. . lienen derecho 
a que se respe1e11 su perso11a. su honor, sus co11vicciones y sus prác1icas religiosas. Serán 
1ra1adas co11 huma11idad en toda circunstancia, sin ninguna distinció11 de carác1er 
desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya superviviemes. 

2. Sin perjuicio del carác1er general de las disposicio11es que precede11, están y quedarán 
prohibidos e11 todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo/: 

a) los a1en1ados contra la vida, la salud y la integridad física o 111en1al de las personas, en 
particular el homicidio y los tratos crueles 1ales como la 1or1ura y las mutilaciones o toda 
forma de pe11a corporal. 

Esta Procuraduría reconoce que existiendo un estado de conflicto armado interno, y siendo 
que los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras no participaban directamente en las 
hostilidades, la orden y ejecución de su asesinato sin dejar testigos, constituye un crimen de 
guerra por implicar una violación a las obligaciones derivadas del artículo 3 común de los 
Convenios de Ginebra y del artículo 4.2.a del Protocolo TI a los Convenios de Ginebra, 
siendo que tales sacerdotes y sus colaboradoras eran, de conformidad con tales normas, 
personas protegidas. Es importante agregar que los incisos primero y segundo de los 
artículos 49 del Convenio I, 50 del Convenio 11, 129 del Convenio IIl y 146 del Convenio 
IV, disponen lo siguiente: 

Las Altas Partes Contra1an1es se compromete11 a tomar todas las oportu11as medidas 
legisla1ivas para determinar las adecuadas sanciones penales que se ha11 de aplicar a las 
personas que hayan come/ido, o dado orde11 de come1er. u11a cualquiera de las in.fracciones 
graves conira el presen1e Convenio definidas en el artículo siguieme. 

Cada una de las Parles Con1ratan1es /endrá la obligación de buscar a las personas 
acusadas de haber cometido, u ordenado cometer. una cualquiera de las in.fracciones 
graves. y deberá hacerlas comparecer ante los propios tribunales, sea cual fuere su 
nacionalidad. Podrá 1a111bién. si lo prefiere, y segú11 lai disposiciones previstas en la propia 
legislación, en/regarlas para que sean juzgadas por otra Parle Con1rata111e imeresada, si 
és1a ha formulado comra ellas cargos suficie11tes. 

En los artículos 50 del Convenio I, 51 del Convenio 11, 130 del Convenio llJ y 147 del 
Convenio rv, se dispone que se considera infracción grave a dichos Convenios el 
homicidio intencional, i.e., la ejecución extrajudicial o extralegal cometido contra las 
personas protegidas. De acuerdo a las nonnas anteriormente citadas, y siendo que el Reino 
de España y la República de El Salvador son Estados Partes de todos esos Convenios y del 
Protocolo Adicional U, desde antes del cometimiento de los hechos, ambos tienen la 
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obl igación de juzgar, o en su defecto la de extraditar para que el otro juzgue. 

C.3 Otros pronunciamientos coincidentes con las conclusiones de la 
para la Defensa de los Derechos Humanos. 

Como ha quedado ya registrado en la historia nacional y universal, luego de la firma de los 
acuerdos de paz y en cumplimento de los mismos, funcionó en El Salvador la Comisión de 
la Verdad que tuvo a su cargo "la investigación de graves hechos de violencia ocurridos 
desde 1980, cuya huella sobre la sociedad reclama con mayor urgencia el conocimiento 
público de la verdad".42 

Si bien por la naturaleza propia con la cual operó dicha Comisión no calificó los hechos que 
fueron de su conocimiento como delitos internacionales, sí concluyó de manera general que 
los casos sobre los cuales rendiría su informe, constituían graves hechos de violencia 
cometidos en el marco de un confücto armado interno, con la obvia consecuencia de que se 
trataba de graves vio laciones de derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, recayendo sobre tales hechos, además de las normas tradicionales de 
territorialidad de la jurisdicción penal salvadoreña, las que habilitan la persecución 
extraterritorial, como sucede con la denominada jurisdicción universal. La Comisión de la 
Verdad lo expresó de esta manera:43 

u 

Con raras excepciones, los graves hechos de violencia prohibidos según las normas del 
derecho humanitario aplicables al conflicto salvadoreño. son /ambién violaciones de 
las disposiciones no derogables del Pac/o de Derechos Civiles y Políticos y de la 
Convención Americana, los dos tratados de derechos humanos ralijicados por el 
Estado de El Salvador. Además, ambos instrumentos prohíben la derogación de 
cualesquiera derechos que estén garantizados en cualquier tratado de derecho 
humanitario en el cual el Estado sea parte. 

En consecuencia, ni el Estado salvadoreño, ni quienes obren como su representante o 
en su lugar, pueden afirmar que la exis1encia de un conflicto armado jus1ificó el haber 
cometido graves hechos de violencia. en contravención de cualquiera de los dos 
tratados de derechos humanos o de los instrumentos de derecho humanitario 
aplicables, que sean vinculantes para el Es1ado. 

Naciones Unidas, Acuerdos~ Paz de El Salvador: En f1 camino dt la Pa.z, reimpresión hecha por ONUSAL. San Salvador$ 
noviembre 1993, pág. 31. 

Con\isión de la Verdad para El Salvador, De la Locura a la Esperanza: la guerra de I~ Doce Mos en El Salvador: 
Reporte de la Comisión de la Verdad para El Salvador, S.m Salvador-Nueva York, 1993, págs. 12 y 13. 
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Tómese en cuenta que e l primer caso con el que la Comisión de la Verdad ejemplifica los 
patrones de violencia que se daban en e l marco del conflicto armado, en contravención a las 
reglas de derechos humaoos y del derecho internacional hwnanitario es precisamente el que 
denomina Caso ilustrativo · Asesinato de los Sacerdotes Jesuitas (1989), ubicándolo bajo el 
acápite violencia contra opositores por parte de a¡entes del Estado. La Comisión de la 
Verdad sintetizaba de la siguiente manera el hecho:4 

En la madrugada del día 16 de noviembre de 1989 fueron asesinados a tiros. en el 
Centro Pas1oral de la Universidad Centroamericana "José Si meón Cañas " (UCA) de 
San Salvador, seis sacerdoles jesuitas, una cocinera y su hija de dieciséis años. Entre 
las víctimas se encontraban los padres lgnacio El/acuría, Rector de la Universidad; 
lgnacio Martín-Baró. Vicerrector; Segundo Montes, Director del Instituto de Derechos 
Humanos; y Amando López, Joaquín López y López y Juan Ramón Moreno, todos ellos 
profesores de la UCA; y la señora Julia Elba Ramos y su Hija, Celina Mariceth 
Ramos. 

La ubicación del hecho como un crimen cometido en el marco de un conflicto armado fue 
establecida por la Comisión de la Verdad al consignar sus antecedentes de esta manera:4s 

Miembros de la Fuerza Armada solían calificar a la UCA como un "refugio de 
subversivos". El Coronel Juan Orlando Zepeda, Vice Ministro de Defensa, acusó 
públicamente a la UCA de ser el centro de operaciones donde se planifica la estrategia 
1errorista del FMLN. El Coronel inocente Montano, Vice Ministro de Seguridad 
Pública, dijo públicamente que los jesui1as estaban plenamente identificados con los 
movimientos subversivos. 

El Padre Ellacuría tuvo un rol importante en la búsqueda de una solución negociada y 
pacífica al conflicto armado. La idea de sectores de la Fuerza Armada de idenlificar a 
los sacerdotes jesuitas con el FMLN provenía de la especial preocupación que dichos 
sacerdotes tenían por los sectores de la sociedad salvadoreña más pobres y más 
afectados por la guerra. 

En dos oportunidades anteriores en el mismo año de 1989 estallaron bombas en la 
imprenta de la Universidad. 

La Comisión lnteramericana de Derechos Hwnanos (CIDH) a partir de la información que 
recabó y sus propias consideraciones, igualmente dio por establecido que el crimen fue 
cometido como una acción militar dirigida a victimas civiles por ser consideradas 
opositores políticos, cuando lo que h.istóricamente ha quedado demostrado es que buscaban 

Id., pá.g. 44. 

Id., pág. 46. 
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55. Los hechos del caso sucedieron en medio de la mayor ofensiva militar lanzada por 
el FMLN durante los años de guerra civil. La ofensiva militar del FMLN se produjo el 
11 de noviembre de 1989, con posterioridad a un grave alentado cometido el 31 de 
octubre de 1989 en la ciudad de San Salvador. en el cual grupos no identificados de la 
extrema derecha detonaron una bomba en la sede Central de la Federación Nacional 
Sindical de Trabajadores Salvadoreños (FENASTRAS). Este atentado arrojó un saldo 
de JO líderes sindicales muertos y 30 heridos. 

[. .. ] 

153. El Subteniente Guevara Cerritos47
, por su parte, admitió haber recibido, junto con 

los dos tenientes, órdenes del Coronel Benavides de realizar la operación en la UCA. 
El deponente declaró que el Coronel Benavides les dijo: "Bueno señores, nos estamos 
jugando el todo por el todo. o somos nosotros o son ellos, ya que éstos han sido los 
intelectuales que han dirigido la guerra por mucho tiempo". Según Guevara Cerritos, 
Benavides siguió diciendo: "q11e ahí se encontraba el Teniente Mendoza y que por ser 
compañero del Teniente Espinoza y más antiguo, sería él q11ien iba a dirigir la 
operación, pues los soldados de Espinoza ya conocen donde duermen los padres 
jesuitas y no q11iero testigos". Guevara Cerritos también reconoció que seguidamente 
él y Espinoza reunieron a los Jefes de Patrulfas que se encontraban ahí y les 
comunicaron la orden que habían recibido del Coronel Benavides." 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en una de sus conclusiones, es precisa 
en atribuir a l Estado salvadoreño la violación del derecho a la vida, denominando tales 
asesinatos como ejecuciones extrajudiciales y en señalar como sus perpetradores a 
importantes oficiales de la fuerza armada de aquel momento, yendo así mucho más allá de 
quienes enfrentaron el proceso judicial cuyo juicio ante jurado se desarrolló los días 26, 27 
y 28 de septiembre de 1991. En sus propias palabras se lee:48 

.. 

" 

237. El Estado salvadoreño, a través de los agentes de la faerza armada que 
perpetraron las ejecuciones extrajudiciales aquí descritas, [Nota ª1 

P"/ ha violado el 

CIDH, Informe N° 136/99, Caso 10.488, Ignacio Ellacur!a, S.J.; Segundo Montes, S.).; Annando 1..61"'7· S.).; Ignacio 
Martln Baró, S.).; joaquln l..ópcz y l..ópcz, S.J.; juan Ramón Moreno, S.j.; Julia Elba Ramos; y Cclina Maricclh Ramos, El 
Salvador, 22 de d iciembre de 1999, párrs. 55 y153. 

El Subteniente Goro...alo Guevara Ccrritos junto ron el Teniente Yusshy Mendoz.a Vallccillos y el Teniente José Ricardo 
Espino1 .. a Cucm fueron acusados de partid par en el n'Wldo del operativo. 

Vide nota 46, párr. 237, se incluye el texto de la cita por su relevancia. 
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derecho a la vida consagrt1do en el artículo 4 de la Convención Americana, 
conjuntamente con los principios recogidos en el artículo 3 común de los Convenios de 
Ginebra de I 949. en perjuicio de los sacerdotes jesuitas Ignacio Ellacuría, Ignacio 
Martín Baró, Segundo Montes, Armando López, Joaquín López y López, Juan Ramón 
Moreno; de la señora Julia Elba Ramos; y de la hija de ésta, la menor Celina Mariceth 
Ramos. 

/Now 01 
pie/ De los propios documentos del Estado reseñados en este informe y del 

Informe de la Comisión de la Verdad, así como de las otras pruebas relacionadas en 
el presente informe, aparecen al menos identificadas las siguientes personas: Coronel 
René Emilio Ponce (Jefe de Personal de la Fuerza Armada Salvadoreña), General 
Juan Rafael Bustil/o, Coronel Juan Orlando Zepeda, Coronel Inocente Orlando 
Montano, Coronel Francisco Elena Fuentes, Coronel Osear Alberto león linares, 
Coronel Guillermo Alfredo Benavides Moreno (Comandante del Batallón Atlacatl), 
Teniente Coronel Camilo Hernánde:, Teniente José Ricardo Espinoza Guerra, 
Sub Teniente Gonzalo Guevara Cerritos (ambos del Batallón Atlacatl), Teniente Yusshy 
Mendoza Vallecil/os (de la Escuela Milirar). Sargento Antonio Ramiro Avalos Vargas. 
Cabo Ángel Pérez Vásquez, Sargenro Tomás Zarpate Castillo, soldado José Alberto 
Sierra, soldado Osear Mariano Amaya Grima/di, y soldado Jorge Alberto Sierra 
Ascencio. 

Que la CIOH haya establecido que los asesinatos perpetrados adquirieron la calidad de 
ejecuciones extrajudiciales por violación de normas del derecho internacional de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario reviste consecuencias jurídicas 
a las cuales el Estado salvadoreño no puede sustraerse. 

Las ejecuciones extrajudiciales son afectaciones gravísirnas del derecho a la vida, que unen 
a su gravedad material el hecho de ser cometidas por personas que detentan poder de 
Estado. Sin duda, todo asesinato constituye una vulneración del derecho a no ser privado 
arbitrariamente de la vida, "el cual esrá consagrado universalmente. Ciertamente, este 
derecho es fimdamental y la piedra de toque para el ejercicio de rodos los demás derechos. 
De allí. que este derecho esrá consagrc1do como un derecho inderogable. El carácter 
fimdamental de este derecho ha sido ampliamente reirerado por la jurisprudencia 
internacional. ·A9 

El Comité de Derechos Humanos ha concluido que el derecho a la vida "es el derecho 
supremo de los seres humanos. Se desprende de ello que la privación de la vida por las 
autoridades estatales es una cuestión gravísimo. "5º La implicación de esto es que, como ya 

.. Fcdcnco Andreu-Cu.t.mál\ Otsapanetdlf fon.4da y t}tntet6" txtmptd1cial: brvestigació11 y sa"cróu· C11fa poro projtsromllts No . 
9. Conu~ión lntemi'ldonal de Juristas, Cinebra pág. 61. se omiten citas en el texto. 

Comit~ de Derechos Humanos, Caso Suifrt: dr C11trn•ro t. Colombió, Comu.n.icadón 45/1979, p.1rr. 13,1. 
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Resulta casi innecesario insistir en Ja gravedad de Jos hechos a los que se les atribuye la 
calificación de ejecuciones extrajudiciales, lo que sí es de hacer notar y recalcar son las 
consecuencias de dicha calificación. El texto que se cita a continuación es una precisa 
síntesis de tales consecuencias: 

Los órganos intergubernamentales, la jurisprudencia internacional y la doc1rina han 
reiteradamente calificado las ejecuciones extrajudiciales de crimen bajo el derecho 
internacional. La Corte lnteramericana ha recordado que la prohibición absoluta de las 
ejecuciones exlrajudiciales y el correlativo deber de inves1igarlas y juzgar y sancionar a 
sus autores, constituye una norma imperaliva de derecho internacional (jus cogens). 51 

Las connotaciones descritas y el contexto de los hechos acaecidos Ja noche del 16 de 
noviembre de 1989, en el que fueron asesinados a tiros, seis sacerdotes jesuitas, una 
cocinera y su hija, llevan a considerarlos graves violaciones de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario, condiciones que consecuentemente llevan a 
identificarlos como crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. Es innegable que El 
Salvador vivía un conflicto armado interno. Es innegable que, como se ha demostrado 
históricamente también en múltiples casos, como las masacres realizadas a población civi l 
y el fenómeno de la niñez desaparecida en el marco del conflicto armado interno, existía 
una política sistemática o al menos generalizada que atacaba a Ja población civil, no como 
un resultado inevitable o azaroso, sino como un propósito estratégico que se nutría del 
análisis militar de la época, y es dentro de tal conflicto y en ese contexto que sucede este 
asesinato conducido intelectual y materialmente por efectivos de distintos niveles de las 
fuerzas annadas salvadoreñas, y con una finalidad militar explícita. 

D. La extradición por parte del Reino de Espaiia y sus efectos en el caso concreto 

En este apartado la Procuraduría analizará la validez y obligatoriedad jurídica de cualquier 
pedido de extradición formulado por el Reino de Espaiia en el ámbito del procesamiento 
penal contra los encausados por planificar y perpetrar el asesinato de los sacerdotes jesuitas 
y sus colaboradoras, el 16 de noviembre de 1989, en El Salvador, tanto como crimen de 
lesa humanidad como crimen de guerra. Al respecto, esta Procuraduría reconoce que el 
Rt:iuu <li; España t:slá lt:galmt:ntt: habilitado para perseguir por la v!a de la jurisdicción 
universal a los responsables del asesinato anteriormente indicado, y que Ja República de El 
Salvador está, en el caso concreto, obligado a acordar la extradición que le sea solicitada. 
Se justifica lo anterior con los argumentos que a continuación se exponen. 

" Vidt nota 49. p. 90, se o mit'en dtas en el texto. 
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El Reino de España emitió el 1 de julio de 1985, por medio de sus Cortes Generales, la Ley 
Orgánica 6/ 1985, del Poder Judicial (en adelante LOPJ). Su artícu lo 23, originalmente, 
establecía lo siguiente: 

l. En el orden penal corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de 
las causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo 
de buques o aeronaves españoles, sin pe1juicio de lo previsto en los tratados 
internacionales en los que España sea parle. 

2. Asimismo, conocerá de los hechos previstos en las leyes penales españolas como 
deli1os, aunque hayan sido cometidos fuera del territorio nacional. siempre que los 
criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieren adquirido 
la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren 
los siguientes requisitos: 

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución. 
b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal denuncien o inlerpongan querella ante 
los Tribunales españoles. 
c) Que el delincuenle no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, 
en este último caso, no haya cumplido la condena. Si solo la hubiere cumplido en 
parle, se le lendrá en cuenta para rebajarle proporciona/mente la que le 
corresponda. 

3. Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o 
extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, 
según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos: 

a) De traición y conlra la paz o la independencia del Estado. 
b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente. 
c) Rebelión y sedición. 
d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas 
de los Ministros y de los sellos públicos 11 oficiales. 
e) Falsificación de moneda española y su expedición. 
f) Cualquier otra falsificación que pe1judique directamente al crédito o intereses del 
Estado, e introducción o expedición de lo falsificado. 
g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles. 
h) Los perpetrados en el ejercicio de sus jimciones por jimcionarios públicos 
españoles residentes en el ex1ranjero y los delitos contra la Adminis1ración Pública 
española. 
i) los relativos al control de cambios. 

4. Igualmenle será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos 
comelidos por españoles o ex/ranjeros fuera del lerriforio nacional susceptibles de 
tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes delitos: 

a) Genocidio. 
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b) Terrorismo. 
c) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves. 
d) Falsificación de moneda extranjera. 
e) Los relativos a la prostitución. 
j) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes. 
g) Y cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser 
perseguido en España. 

5. En los supuestos de los apar1ados 3 y 4 seró de aplicación lo dispuesto en In letra 
c) del apartado 2 de este articulo. 

De las disposiciones anteriores el artículo 23. l LOPJ es el principio de territorialidad; el 
artículo 23.2 LOPJ corresponde al principio de extraterritorialidad sobre la base del criterio 
personal o subjetivo; el artículo 23.3 LOPJ corresponde al principio de extraterritorialidad 
sobre la base del criterio real u objetivo; el artículo 23.4 LOPJ corresponde al principio de 
extraterritorialidad sobre la base del criterio de justicia universal. El artículo 23.5 LOPJ 
corresponde a ciertos requisitos objetivos que buscan evitar una doble persecución penal. 
En lo sucesivo, la atención se prestará al criterio de justicia universal, que es el aplicable en 
el caso concreto. 

En 1999 se operó una reforma en el artículo 23.4 LOPJ, con la finalidad de ampliar los 
delitos relacionados con la prostitución e incluir en ellos los de corrupción de menores e 
incapaces. En el año 2005 se realizó otra reforma al artículo 23.4, agregando los delitos 
relativos con la mutilación genital femenina, siempre que los responsables se encuentren en 
España. En el año 2007 se realizó otra reforma al artículo 23.4, agregando en esta ocasión 
los delitos de tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, sean o no trabajadoras. 
En el año 2009 se concretizó otra reforma al articulo 23.4, en esta oportunidad agregando 
los delitos de lesa humanidad de manera expresa; adicionalmente y siguiendo el llamado 
principio de subsidiariedad y doctrina emanada del Tribunal Constitucional del Reino de 
España y del Tribunal Supremo de Justicia del Reino de España, se estableció que la 
jurisdicción de los tribunales españoles para aplicar extraterritorialmente Ja jurisdicción 
penal española por el criterio de justicia universal, sólo podía implementarse si los 
responsables se encontraran en España o que las víctimas fueran de nacionalidad española, 
y que no se haya iniciado en otro país competente o en un Tribunal Internacional un 
procedimiento que suponga investigación y persecución efectiva por tales hechos punibles. 

En 2014 y en 2015 se realizaron sendas reformas al artículo 23.4 de la LOPJ, las cuales 
carecen de relevancia para presente caso debido a los efectos del principio general de 
irretroactividad. En otros términos, el auto de procesamiento emitido el 30 de mayo de 
20 11, mediante el cual se emiten las órdenes de captura internacional para fines de 
extradición, se pronunció de conformidad con la disposición vigente para el año 2009. En la 
disposición vigente para tal momento, y teniendo en cuenta que para el momento de 
cometimiento de los hechos criminales ya existía vigente tanto para el Reino de España 
como para la República de El Salvador el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra, 
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así como sus normas de persecución penal, que instauran e l ejerc1 c10 de jurisdicción 
universal, por lo que aún queda la opción jurídica para que, además de sol icitar la 
extradición por un crimen de lesa humanidad también se reformule por la existencia 
indubitable de un crimen de guerra. 

En la act11a liclacl, la solicitucl ele extradición se formula por dos delitos: actos de terrorismo 
y por crímenes de lesa humanidad. Esta Procuraduría no realizará observaciones o 
comentarios sobre el pedido de captura y extradición que se encuentra en el auto de 
procesamiento aludido respecto del primer delito. Sin embargo, esta Procuraduría sí 
expresará sus consideraciones respecto del delito de lesa humanidad, y de un eventua l 
futuro requerimiemo de extradición por ocasión de constatar, el Re ino de España, que los 
hechos son también un crimen de guerra, según las nom1as vigentes para ambos Estados al 
momento que los hechos tuvieron lugar. 

De esta manera, al momento de cometimiento de los hechos en El Salvador los delitos de 
lesa humanidad y los crímenes de guerra, tal y como estaban en el Código Penal, tienen w1a 
descripción del tipo penal que deja en absoluta impunidad a los hechos. Así el Libro 
Segundo, Quinta Parte del Código Penal de 1973, se refiere a los delitos contra la paz 
internacional, en su Capítulo 1, y a los delitos de carácter internacional, en su Capítulo íl. 
En los últimos se contemplaban únicamente la piratería, la piratería aérea, el comercio de 
esclavos, el comercio de mujeres y niños, la d irección o pertenencia a organizaciones 
internacionales delictivas, y la destrucción de cables submarinos. En el Capítulo I se 
contemplaba el genocidio, la incitación pública a una guerra de agresión, los delitos contra 
las leyes o costumbres de guerra, y delitos contra los deberes de humani.dad. Del nombre o 
indicativo de los delitos se puede asumir que los relevantes para este caso son los llamados 
delitos contra las leyes o costumbres de guerra que equivaldrían a crímenes de guerra, y los 
delitos contra los deberes de humanidad que equivaldrían a crímenes de lesa humanidad. 

El texto normativo de los delitos contra las leyes o costumbres de guerra expresaba así: 

{Artículo 488:] El civil no sujeto a la jurisdicción militar que durante una guerra 
internacional o civil, violare las leyes internacionales o costumbres de la guerra, 
con actos tales como daños síquicos o corporales, deportación para trabajos 
forzosos de la población civil en territorio ocupado, maltrato de prisioneros de 
guerra, muerte de rehenes, saqueo de la propiedad privada o pública, destrucción 
innecesaria de ciudades o pueblos o devastación no justificada por necesidades 
militares, será sancionado con prisión de cinco a veinte años. 

Y el texto normativo de los delitos contra los deberes de humanidad decfa: 

[Artículo 489} El civil no sujeto a la jurisdicción militar que violare los deberes de 
humanidad con los prisioneros o rehenes de guerra, heridos durante las acciones 
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b) Terrorismo. 
c) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves. 
d) Falsificación de moneda extranjera. 
e) Los relativos a la prostitución. 
j) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes. 
g) Y cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser 
perseguido en España. 

5. En los s11p11estos de los apor/(/dos 3 y 4 seró de aplicación lo dispuesto en la letra 
c) del apartado 2 de este artículo. 

De las disposiciones anteriores el artículo 23.1 LOPJ es el principio de territorialidad; el 
artículo 23.2 LOP J corresponde al principio de extraterritorialidad sobre la base del criterio 
personal o subjetivo; el artículo 23.3 LOP J corresponde al principio de extraterritorialidad 
sobre la base del criterio real u objetivo; el artículo 23.4 LOP J corresponde al principio de 
extraterritorial idad sobre la base del criterio de justicia universal. El artículo 23.5 LOPJ 
corresponde a ciertos requisitos objetivos que buscan evitar una doble persecución penal. 
En lo sucesivo, la atención se prestará al criterio de justicia universal, que es el aplicable en 
el caso concreto. 

En 1999 se operó una reforma en el artículo 23.4 LOPJ, con la finalidad de ampliar los 
delitos relacionados con la prostitución e incluir en ellos los de corrupción de menores e 
incapaces. En el año 2005 se realizó otra reforma al artículo 23.4, agregando los delitos 
relativos con Ja mutilación genital femenina, siempre que los responsables se encuentren en 
España. En el año 2007 se realizó otra reforma al artículo 23.4, agregando en esta ocasión 
los delitos de tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, sean o no trabajadoras. 
En el año 2009 se concretizó otra refonna al artículo 23.4, en esta oportunidad agregando 
los delitos de lesa humanidad de manera expresa; adicionalmente y siguiendo el llamado 
principio de subsidiariedad y doctrina emanada del Tribunal Constitucional del Reino de 
España y del Tribunal Supremo de Justicia del Reino de España, se estableció que la 
jurisdicción de los tribunales españoles para aplicar extrnterritorialmente la jurisdicción 
penal española por el criterio de justicia universal, sólo podía implementarse si los 
responsables se encontraran en EspaJia o que las víctimas fueran de nacionalidad española, 
y que no se haya iniciado en otro país competente o en un Tribunal lntemacional un 
procedimiento que suponga investigación y persecución efectiva por tales hechos punibles. 

En 2014 y en 2015 se realizaron sendas refonnas al artículo 23.4 de la LOPJ, las cuales 
carecen de relevancia para presente caso debido a los efectos del principio general de 
irretroactividad. En otros términos, el auto de procesamiento emitido el 30 de mayo de 
201 1, mediante el cual se emiten las órdenes de captura internacional para fines de 
extradición, se pronunció de conformidad con la disposición vigente para el año 2009. En la 
disposición vigente para tal momento, y teniendo en cuenta que para el momento de 
cometimiento de los hechos criminales ya existía vigente tanto para el Reino de España 
como para la República de El Salvador el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra, 

\, 
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así como sus normas de pcrsecuc1on penal, que instauran el ejerc1c10 de jurisdicción 
universal, por lo que aún queda la opción jurídica para que, además de sol icitar la 
extradición por un crimen de lesa humanidad también se reformule por la existencia 
indubitable de un crimen de guerra. 

En la actualidad, la solicitud de extradición se formnlH por dos cielitos: actos ele terrorismo 
y por crímenes de lesa humanidad. Esta Procuraduría no realizará observaciones o 
comentarios sobre el pedido de captura y extradición que se encuentra en el auto de 
procesamiento aludido respecto del primer delito. Sin embargo, esta Procuraduría sí 
expresará sus consideraciones respecto del delito de lesa humanidad, y de un eventual 
futuro requerimiento de extradición por ocasión de constatar, el Reino de España, que los 
hechos son también un crimen de guerra, según las normas vigentes para ambos Estados al 
momento que los hechos tuvieron lugar. 

De esta manera, al momento de cometimiento de los hechos en El Salvador los delitos de 
lesa humanidad y los crímenes de guerra, tal y como estaban en el Código Penal, tienen una 
descripción del tipo penal que deja en absoluta impunidad a Jos hechos. Así el Libro 
Segundo, Quinta Parte del Código Penal de 1973, se refiere a Jos delitos contra la paz 
internacional, en su Capítulo 1, y a los delitos de carácter internacional, en su Capítulo 11. 
En los úliimos se contemplaban únicamente la piratería, la piratería aérea, el comercio de 
esclavos, el comercio de mujeres y nifíos, la dirección o pertenencia a organizaciones 
internacionales delictivas, y la destrucción de cables submarinos. En el Capítulo 1 se 
contemplaba el genocidio, la incitación pública a una guerra de agresión, los delitos contra 
las leyes o costumbres de guerra, y delitos contra los deberes de humanidad. Del nombre o 
indicativo de los delitos se puede asumir que los relevantes para este caso son los llamados 
de/iros conrra las leyes o costumbres de guerra que equivaldrían a crímenes de guerra, y los 
delitos comra los deberes de humanidad que equivaldrían a crímenes de lesa humanidad. 

El texto normativo de los delitos contra las leyes o costumbres de guerra expresaba así: 

[Artíc11/o 488:} El civil no sujero a la jurisdicción militar que duran/e una guerra 
inrernacional o civil, violare las leyes internacionales o cos/umbres de la guerra, 
con actos rafes como daños síquicos o corporales, deportación para rrabajos 
forzosos de la población civil en rerritorio ocupado, maltrato de prisioneros de 
guerra, muer/e de rehenes, saqueo de la propiedad privada o pública, destrucción 
innecesaria de ciudades o pueblos o devasración no jusrificada por necesidades 
militares, será sancionado con prisión de cinco a veinte años. 

Y el texto nonnativo de los delitos contra los deberes de humanidad decía: 

[Arlículo 489:] El civil no sujeto a la jurisdicción militar que violare los deberes de 
humanidad con los prisioneros o rehenes de guerra, heridos durante las acciones 
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Las disposiciones anteriores, si fueran aplicadas por El Salvador en la actualidad en contra 
de las personas cuya extradición se ha solicitado, como corresponde a la luz del principio 
nullo crimen, nulla pena sine lege, en el supuesto que el Estado decidiera juzgar y no 
extraditar, y en el supuesto que no tuviera ninguna fomrn de aplicación ni la Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz (LAGCP), produce como resultado una 
impunidad grosera y absolutamente ilícita, pues ninguna de las personas cuya extradición 
se solicita era, al momento de los hechos, civil no sujeto a la jurisdicción mi litar. Por el 
contrario, eran militares de alta, en ejercicio pleno y activo de sus grados, cargos y 
posiciones estratégicas dentro de una cadena de mando claramente definida. 
Lamentablemente, incluso en el actual Código Penal las figuras siguen siendo deficitarias, y 
aunque estuvieran formu ladas con plena annonía respecto de los tratados respectivos, el 
principio de legalidad impide su aplicación al día de hoy. 

Esto s ignifica que, frente a la solicitud de extradición realizada por el Reino de España, 
respecto del delito de lesa humanidad, y ante una eventual solicitud de extradición 
formulada también por la consideración y valoración de que los hechos constituyen un 
crimen de guerra, la opción de juzgamiento como obligación primaria conduce a la 
impunidad, un resultado que está prohibido, corno se ha expresado en esta resolución, por 
normas de jus cogens. Y como consecuencia directa del hecho que, en este tipo de 
circunstancias el principio aur dedere aur judicare se convierte en una regla jurídica plena, 
se impone para El Salvador un único y exclusivo camino: extraditar obligatoria. 

Aunque en El Salvador se realizó un procesamiento por el delito de homicidio en contra de 
algunas de las personas requeridas, es importante señalar que, tal y como esta Procuraduría 
lo ha advertido previamente, e l proceso penal que en su oportunidad se realizó no puede 
considerarse como w1 proceso satisfactorio de las exigencias de un debido proceso penal. 
Por otra parte, Ja condena que se impuso a quienes fueron imputados en tal proceso fue 
rápidamente dejada sin efecto como resultado de la aplicación de la LAGCP. De esta 
manera, dentro del conjunto de personas cuya extradición se solicita, hay un subconjunto 
integrado por quienes ya fueron sometidas a proceso penal en El Salvador y luego 
sancionadas, no pueden alegar a su favor -y el Estado de El Salvador tampoco- Ja 
prohibición de doble persecución penal, debido a que hasta el momento ha sido el mismo 
Estado salvadoreño quien se encargó con su legislación, y contrariando normas de jus 
cogens, de privar de efecto al j uicio penal y a su condena. 

Con relación a estas mismas personas y aquellas otras a las que todavía no se les abrió un 
proceso penal, debido a la apl icación de la LAGCP o por la consideración de la 
prescripción de la acción penal debido al paso del tiempo, evidentemente tampoco puede el 
Estado salvadoreño acudir a dicho argumento debido a que la naturaleza de jus cogens 

\, 
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concernida en la prohibición de impunidad sobre los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra, como se ha indicado en esta resolución, no admiten disposiciones de 
derecho interno ni de derecho internacional que estén dirigidas a promover, establecer o 
asegurar la impunidad de sus perpetradores y la falta de reparación para las víctimas. 

En suma, requeridos los encausados, por este tipo de crímenes (les~ hnmanid~rl y crímenes 
de guerra), El Salvador no tiene forma alguna de cumplir con la obligación derivada deljus 
cogens de evi tar impunidad, dado el deficitario diseño normativo de sus normas penales 
existentes a la fecha, que concediendo obligatoriamente las extradiciones solici tadas. 

E) La reforma constitucional habilitante de la extradición de nacionales y los erróneos 
fund amentos de la Corte Suprema de Justicia a l desechar las solicitudes de 
extradición en 2012. 

Esta Procuraduría interpreta y considera que no existen argumentos jurídicos que 
contribuyan a impedir Ja extradición de las personas encausadas en el Reino de España por 
el asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras, principalmente si tales hechos 
son considerados como crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. 

E .l El tratado de extradición entre el Reino de España y la República de E l Salvador. 

Entre el Reino de España y la República de El Salvador, actualmente rige un Tratado de 
Extradición, el cual fue suscrito en Madrid el 1 O de marzo de 1997. En dicho tratado se 
establece la obligación de conceder la extradición requerida (Artículo 1) cuando el delito 
sea punible en ambas jurisdicciones, es decir, cuando esté castigado con una pena privativa 
de libertad cuya duración máxima sea de no menos de w 1 afio, o con una pena más grave 
(Articulo 3.1 ). También dispone el tratado que la extradición no será obligatoriamente 
concedida si se tratare de delitos políticos o comunes conexos con iales delitos (Artículo 
4.1 ), advirtiéndose que en ningún caso se c.onsiderará como delito político a los crímenes de 
guerra y los que se cometan contra la paz y la seguridad de la humanidad (Artículo 4.1.c). 
Se prevén otros casos de denegatoria obligatoria de la extradición, siendo ellos cuando la 
persona cuya extradición se solicita esté siendo procesada o esté definitivamente absuelta o 
definitivamente condenada en el territorio del Estado requerido por el mismo delito por el 
que se solicita su extradición (Artículo 5.1 .a); cuando de conformidad con la legislación de 
cualquiem tk los fatados Parte la persona cuya extradición se solici¡a está libre de 
procesamiento o de castigo por cualquier motivo, incluida la prescripción de la pena o de la 
acción penal (Artículo 5.1.b); s i e l delito por el que se solicita la extradición lo es sólo 
frente a la jurisdicción militar pero no frente a la jurisdicción ordinaria (Artículo 5.1.c); y 
finalmente si la persona cuya extradición se sol icita ha s ido condenada o podría ser juzgada 
y condenada en el territorio del Estado requirente por un tribllilal especial o extraordinario 
(Artículo 5.1.d). 
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El tratado igualmente dispone la existencia de causales facultativas para la denegato · • -~e ·• \ • .A 
la extradición, siendo ellas, que Ja persona cuya extradición se solicita sea de la mis •«'"'" · 
nacionalidad que Ja del Estado requerido (Artículo 6); si de confonnidad con Ja ley del , 
Estado requerido el delito se ha cometido total o parcialmente en su propio territorio ' 
(Artículo 7. 1 .a); si el delito por el que se solicita la extradición está sancionado con pena de 
muerte de conformidad con la legislación del Estado requirente, a menos que existan 
suficientes garantías a juicio del Estado requerido, que la pena de muerte no se impondrá o 
que de imponerse no será ejecutada (Artículo 7.1.b); si la persona cuya extradición se 
solicita ba sido absuel ta o condenada definitivamente por un tercer Estado por el mismo 
delito, y en este último caso, si Ja condena ha sido cumplida o ya no se puede cumplir 
(Artículo 7. 1.c); si el Estado requerido, tras considerar el carácter del delito y los intereses 
de la Parte requirente, considera que, dadas las circunstancias personales de la persona 
reclamada, como edad, salud, situación familiar u otras circunstancias similares, la 
extradición de dicha persona no será compatible con siluaciones de tipo humanitario 
(Artículo 7.1.d); si el delito por el que se sol icita Ja extradición ha sido cometida en el 
territorio de un tercer Estado y el Estado requerido carece de jurisdicción, con arreglo a su 
propia legislación, para conocer de delito cometidos fuera de su territorio en circunstancias 
similares (Artículo 7.1.e); y si la persona cuya extradición se solicita no ha tenido ni va a 
tener un proceso penal con las garantías mínimas que se establecen en el artículo 14 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Artículo 7.1.f). 

Dispone el tratado que si el Estado requerido resuelve no acceder a Ja extradición 
solicitada, a requerimiento del Estado requerido, deberá someter a sus autoridades el asunto 
para que se emprendan las actuaciones judiciales que se consideren pertinentes, para Jo cual 
la información, evidencias u objetos se remitirán por vía diplomática, generándose además 
la obligación al Estado requerido para informar al Estado requirente del resultado que 
obtenga su solicitud (Artículo 7.2). 

Esta Procuraduría debe llamar a la atención sobre la interpretación y aplicación del aludido 
tratado. Al respecto se debe observar Jo señalado por la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (CVDT), la cual, si bien no ha sido ratificada por El Salvador, 
codifica la costumbre internacional, y ha sido utilizada en la práctica de una manera 
sistemática por El Salvador, de manera que no hay actos que evidencien que dicho Estado 
se haya opuesto a la opinio juris subyacente de la costumbre internacional codificada en 
dicha Convención. 

De acuerdo con el artículo 31 CVDT un tratado debe de interpretarse de buena fe, conforme 
con el sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto. 
teniendo en cuenta su objeto y fi n. Como reconoce unánimemente la doctrina, esta norma 
descansa bajo el principio 111 res magis valeat quam pereat -es mejor que las cosas tengan 
efecto a que carezcan de alguno- de manera que con dicho principio surge la necesidad de 
proveer a los tratados de un effet utile. 
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El contexto del tratado implica, para el caso específico, el texto y su preámbulo, debido a 
que no existen acuerdos escritos y públicos, que hayan sido concertados entre las partes con 
moiivo de la celebración del tratado (Artículo 31.2.a CVDT) ni instrumentos escritos y 
públicos formulados por una de las partes con motivo de la celebración del tratado y 
aceptado por la otra como instrumento referente al mismo (Artículo 31.2.b CVDT). 
Tampoco existen acuerdos escritos y públicos que sean ulteriores entre las partes y que 
traten sobre la interpretación del tratado o la aplicación de sus disposiciones (J\rtículo 
31.3.a CVDT). Asimismo, no existen evidencias sobre alguna práctica ulteriormente 
seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la 
interpretación del mismo (Artículo 31.3.b CVOT). Y finalmente no existe otra forma 
pertinente del derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes (Artículo 
3 1.3.c CVDT). 

De manera complementaria, y por tanto, sólo para efecto de llenar algún vacío 
interpretativo que no se baya logrado colmar con las herramientas anteriores, se puede 
acudir a los travaux préparatoires, y a las circunstancias de la celebración del tratado, 
entendiendo por vacío interpretativo la ambigüedad u oscuridad en el sentido, o un 
resultado manifiestamente absurdo o irrazonable (Artículo 32 CVDT). Esto quiere decir, en 
primer lugar, que las interpretaciones absurdas e irrazonables no son un feliz término para 
el proceso intelectual hermenéutico; y en segundo lugar que la interpretación de un tratado 
debe hacerse de conformidad con las condiciones de actualidad que corresponden al 
momento de su aplicación, de manera que el proceso interpretativo no es un ejercicio 
motivado por el propósito de desentrañar la intención de las partes al momento de la 
confección del tratado, sino que se busca encontrar el sentido jurídico objetivo que 
contribuye a resolver problemas actuales, y por ello sólo para efectos complementarios se 
autoriza a acudir a la voluntad creacional de las partes. 

Adicionalmente, esta Procuraduría advierte que el tratado referido obliga a las partes y se 
debe cumplir de buena fe (Artículo 26 CVDT), s iendo que ninguna de las partes podrá 
alegar o invocar su derecho interno como justificación para el incumplimiento del mismo, 
sin perjuicio que los tratados, o las partes de estos, que estén en oposición con una norma 
imperativa de derecho internacional son nulos (Articulo 53 CVDT).52 Finalmente, conviene 
señalar que las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún acto 
o hecho que ha tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para 
esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha baya dejado de existir, salvo que una 
intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo. Si bien las 
disposiciones de la CVDT son muy genéricas sobre este punto, el tratado de extrad ición 
aludido deja clara la intención de las partes, en el sentido que su aplicación es respecto a las 
solicitudes que se formulen a partir de su entrada en vigor, no obstante que la conducta 
delictiva correspondiente hubiese tenido lugar antes de esa fecha. 

' 1 Vide nota 19, 
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Sobre la base de lo anterior, esta Procuraduría debe advertir que el mencionado 
0 o; en -"i '! -.. ...,,.~ 

sí, es perfectamente aplicable en las relaciones entre la Repúbl ica de El Salvador y · ·@!:...- \ 
de España, respecto de las solicitudes de extradición, sin embargo, hay ciertas ' 
interpretaciones que deben hacerse cuando los hechos que motivan la extradición son 
crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, debido a las implicaciones de las 
diferentes obligaciones de jus cogens que se encuentran subyacentes en tales situaciones. 
Es decir, el mismo tratado tiene la virtud -a la luz del artículo 53 CVDT- de generar 
resultados diferentes cuando se trata de una sol icitud de extradición por un delito 
tradicional que cuando se trata de una solicitud de extradición por un delito de Ja enorme 
trascendencia como los ya mencionados. 

En particular, tratándose de crímenes de lesa humanidad y de crímenes de guerra, las 
normas de jus cogens concernidas no pem1iten aplicar la denegatoria obligatoria 
contemplada en el artícu lo 5.1.b del tratado, cuando la persona requerida en extradición está 
libre de procesamiento o de castigo por efecto de la aplicación de una ley de amnistía, pues 
ante las normas de jus cogens no son admisibles normas de derecho internacional o de 
derecho interno que contribuyan a la impunidad de los hechos; lo mismo puede decirse 
frente a cualquier aplicación o interpretación de alguna norma que tenga efectos en la 
prescripción de la acción o de la pena, las cuales no opera en este tipo de casos por las 
mismas razones ya apuntadas anteriormente. 

Tampoco sería procedente la denegatoria obligatoria de la extradición porque el hecho por 
el que se solicita es delictivo sólo frente a la j urisdicción mi litar pero no frente a la 
jurisdicción ordinaria - tal como dispone el artículo 5.1.c del tratado- debido a que los 
crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad no pueden ser objeto de otra 
jurisdicción más que de la jurisdicción común, habida cuenta que la jurisdicción especial 
militar sólo tiene validez y ámbito de aplicación, frente a las infracciones de la disciplina 
militar y cuando esta afecta bienes jurídicos de exclusivo y ún ico interés de las fuerzas 
armadas. 

Por otra parte, la causal facultativa de denegatoria de extradición establecida en el artículo 
7. l.a del tratado no puede tener aplicación cuando la solicitud de extradición descansa en 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra, dadas las implicaciones del jus cogens 
que están involucradas en tales expresiones delictivas. En estos casos operan criterios de 
jurisdicción universal, pretender lo comrario sería especialmente absurdo e irracional, sobre 
todo respecto de los crímenes de guerra, cuyas normas vigen tes entre el Reino de España y 
la República de El Salvador, al momento de los hechos, ya habi litaba el uso de esta forma 
de aplicación extraterritorial de la jurisdicción penal. 

Adicionalmente, esta Procuraduría desea manifestar que, en el caso particular del asesinato 
de los sacerdotes jesuitas, como ya se manifestó, la extradición debe ser obligatoria, debido 
a que los tipos penales existentes en el momento que sucedieron los hechos, por no haber 
sido oportunamente adecuados a las obligaciones internacionales en materia de crímenes de 
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lesa humanidad y crímenes de guerra, en caso de intentarse la opción de juzgamiento, 
garantiza de manera indefectible una absoluta impunidad, un resultado ilícito a la luz de las 
normas dejus cogens que rigen en esta materia, por lo que, en este caso particular, ninguna 
de las causales facu ltativas de denegatoria de extradición puede ser aplicada. Esta 
obligatoriedad permite entender, desde la perspectiva del derecho internacional, que la 
nacionalidad de las personas cuya extradición se solicita, en este caso concreto, no puede 
ser argumentada, aunque se ampliará más sobre este punto desde la perspectiva 
constitucional. 

Un caso de estudio podría suceder en los supuestos de lo que el derecho internacional 
denomina el principio de non refoulement, es decir, cuando se autoriza la no extradición de 
una persona que no va a ser sometida a un debido proceso o que será sometida a la pena de 
muerte. Pero como se apuntó, sería un caso de estudio sin sentido práctico en el cas 
d 'es pece, debido a que el estándar de garantías constitucionales y en materia de derechos 
humanos que operan en el Reino de España, tanto por efecto de sus institucionalidad 
judicial como por efecto de los mecanismos de estandarización en la materia por parte del 
Consejo de Europa (a través de la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos 
Humanos), y por otras exigencias del escenario de la Unión Europea, no existe pena de 
muerta y el debido proceso posee un estándar compatible con el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, otra norma común entre la República de El Salvador y el 
Reino de España. 

E.2 El erróneo argumento de la Corte Suprema de Justicia al denegar las solicitudes 
de extradición en 2012 

En la denegatoria de extradición realizada en 2012 la Corte Suprema de Justicia justificó su 
actuación mediante los efectos ultra activos del artículo 28 de la Constitución, en una de 
cuyas disposiciones se prohibía la extradición de nacionales, aduciendo que esta era una 
garantía sustantiva y no una garantía adjetiva, y que dada su formulación tenía un carácter 
absoluto. Esta Procuraduría no comparte el criterio de la Corte Suprema de Justicia. 

La Corte Suprema de Justicia, al proponer esa línea de interpretación, y acogerla para 
resolver las solicitudes de extradición, realizó una interpretación incompleta de la 
Constitución, impropia de la elevada investidura de un Alto Tribunal, pues obvió principios 
elementales de Ja interpretación constitucional tales como el principio de unidad de la 
Constitución, concordancia práctica, ponderación de las limitaciones o restricciones de 
derechos, y efecto úti l de la interpretación. 

El principio de unidad de la Constitución impide interpretar la Constitución como una 
yuxtaposición de artículos, y por ende, es erróneo considerar corno interpretación válida 
aquella que se centra exclusivamente en el alcance de un artículo o de una frase de un 
artículo sin ponderar los razonables entrelazamientos que dicha disposición posee con otras 
disposiciones y con principios y valores constitucionales, dentro de la sistemática que 
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Al respecto esta Procuraduría ha entendido, y la jurisprudencia constitucional también, que 
el moderno Estado de Derecho no se satisface con Ja existencia de catálogos abiertos y 
dinámicos de derechos para las personas, sino que también debe existir una actividad estatal 
constante, a la manera de una obligación de medio, tanto para prevenir (conservación) 
como para garantizar (defensa) los derechos establecidos en aquel catálogo abierto y 
dinámico. De manera que si una persona habitante de El Salvador es víctima de una 
ejecución extrajudicial o extralegal -como sucede en el caso de marras- con la consecuente 
privación de su derecho a la vida, se debe desplegar una actividad estatal para investigar 
dicha violación y juzgar a los responsables, y además reparar a la víctima. 

En tal sentido, el primer deber que se desprende de la Constitución salvadoreña, frente a un 
hecho delictivo que implica graves violaciones a los derechos humanos, es el de desplegar 
ese conjunto de obligaciones que se integran en el deber de garantía que existe sobre el 
derecho a la vida. Este deber de garantía no se desprende sólo de la Constitución de El 
Salvador, sino que se encuentra establecido también en el artículo 2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, que es una nonna vigente tanto en la República de El 
Salvador como en el Reino de España. Desde la tesitura del Pacto Internacional citado la 
solicitud de extradición el Estado requirente es, por ello, una concreción del deber de 
garantía, en el ámbito del ejercicio de la jurisdicción universal dada la naturaleza de los 
crímenes de guerra y de lesa humanidad que implican los hechos. 

Ante lo señalado, el artículo 2 de la Constitución, impacta sobre una eventual prohibición 
de extradición de nacionales, pues si la solicitud de extradición versa sobre crímenes de 
lesa humanidad o crímenes de guerra, las obligaciones de garantizar establecidos en dicho 
artículo pueden compatibilizar con la prohibición de extradición de nacionales, a condición 
que El Salvador, como Estado requerido, despliegue las obligaciones de juzgar a los 
perpetradores que se encuentren dentro de su territorio. Pero si tal juicio no es posible de 
realizar, por ejemplo porque no hay sustento normativo penal suficiente, entonces la 
extradición del nacional se conviene, en ese supuesto excepcional, como la única manera 
de dar cumplimiento a las obligaciones de jus cogens. La Constitución de El Salvador no 
fue diseñada, ni se puede interpretar ni aplicar con la intención de generar un régimen de 
impunidad, y menos aún un régimen de impunidad a crímenes de trascendencia 
internacional. 

Por otra parte, se ha mencionado el principio de concordancia práctica como otro elemento 
no contemplado en el análisis realizado por la Corte Suprema de Justicia. De acuerdo con 
este principio dos o más disposiciones constitucionales deben lograr un punto de 
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coincidencia que haga a ambas realizables en la práctica, o dicho con otras expresiones, no 
son admisibles las interpretaciones que a cambio de dotar de sentido jurídico una 
disposición, vacían a la otra u otras que son igualmente normas constitucionales. Se 
observa, pues, el ligamen indisoluble entre este principio y el anterior. 

Trayendo las cosas a su jus1a dimensión, y en el contexto ele un~ grave violación a los 
derechos humanos, el principio de unidad de la Constitución y de concordancia práctica 
obliga a considerar que ante .la prohibición de extradición de nacionales, la disposición 
normativa del artículo 2 de la Constitución, que obliga a juzgar o extraditar, como ha 
quedado demostrado anteriormente, al tratarse de crímenes de lesa humanidad o crímenes 
de guerra, no puede ser vaciada de su contenido ni efecto jurídico. Y por ello si se pretende 
reconocer una prohibición constitucional de extradición de nacionales, esto sólo puede serlo 
a condición de no vaciar el artículo 2 de la Constitución, es decir, obligando al Estado a 
juzgar o a extraditar, pero si por las circunstancias el juicio no es posible, Ja prohibición 
debe ceder y comprimirse lo suficiente para que la extradición sea posible. 

De conformidad con e l principio de ponderación de las limitaciones o restricciones a los 
derechos, y habiendo aceptado previamente lo expuesto, cabe preguntarse si la limitación o 
restricción que en la práctica se impone al derecho a ser garantizado en el derecho a la vida, 
y que adopta la forma de una obligación estatal correspondiente, está debidan1ente 
ponderada, es decir, si puede ser explicada a partir del test de idoneidad, del test de 
necesidad y del test de proporcionalidad estricta. Pero como paso previo se debe identificar 
que existe una fin válido y lícito cuya persecución genera la limitación o restricción 
aludida. 

Esta Procuraduría no logra encontrar en los razonamientos esgrimidos por la Corte 
Suprema de Justicia cuál es e l fm que busca perseguir al limitar o restringir el derecho a ser 
garantizado en el derecho a la vida de las personas mencionadas. Como resultado de Jo 
anterior, la acción de limitación o restricción, al no responder a un fin o resultado 
teleológico, evidencia su fundamentación en la arbitrariedad. Esta Procuraduría sólo podría 
alcanzar una conclusión diferente si la limitación o restricción seña.lada se explicara en 
función de un fin válido y permisible, y si para la búsqueda de tal fin la medida es idónea o 
pertinente (es decir, si la medida contribuye a lograr ese fin, el llamado test de idoneidad), 
si es necesaria (es decir, si la magnitud o intensidad con la que se presenta la medida no 
excede de la magnitud o intensidad necesaria para lograr el fin), y si la restricción o 
limitación así establecida es compensable con el beneficio que se obtiene por el fin 
perseguido. 

Nuevamente, esta Procuraduría reitera que al no haber expresado la Cone Suprema de 
Justicia un fin para el cual impedir Ja extradición de nacionales involucrados imputado en 
un crimen de lesa humanidad - y eventualmente en lUl crimen de guerra- es imposible para 
ella realizar los tests anteriormente señalados, debiendo concluir que, por tanto, e l 
fundamento de la actuación de la Corte Suprema de Justicia no es otro que la arbitrariedad. 
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Finalmente, se ha hecho alusión al principio de interpretación con efecto útil, que refi-áe ~"':'> ~:' :~ 
que la interpretación de la Constitución debe encontrarse en el contexto de la realidad, pues ·~;,.# 
es dentro de ella y sus circunstancias y condiciones, que la interpretación tiene sentido. Así, • . 
pues, un ejercicio interpretativo destinado a conocer lo que en su oportunidad pudieron 
expresar algunos miembros de la Asamblea Constituyente, es un apreciable esfuerzo de 
arqueología jurídica, pero no de interpretación. Si bien el propio texto constitucional en su 
artículo 274 establece que para la interpretación de la Constitución se podrá acudir a las 
versiones magnetofónicas de las sesiones legislativas, así como al Informe Único de la 
Comisión Redactora del Proyecto de Constitución, acudir a tales fuentes es siempre un 
mecanismo supletorio, que puede servir para corregir vacíos de interpretación, pero nunca 
para sustituir una interpretación actual u objetiva. 

Por otra parte, la prohibición de extradición de nacionales no puede ser sinónimo de 
impunidad. Eso seria interpretar a la Constitución para buscar un anti valor constitucional. Y 
este es sin duda el principal error en el que cae la Corte Suprema de Justicia al interpretar lo 
que en su día expresaba la Constitución de El Salvador, al asumir que dicha prohibición de 
extradición es una garantía sustantiva. En realidad, la extradición de una persona está 
orientada para efectos procesales, pues el juicio en ausencia no es generalmente aceptado, y 
es por ello una "garantía" procesal. Y las normas procesales, mientras no hayan sido 
uti lizadas en un caso concreto, la reforma normativa produce sus efectos desde su vigencia 
hacia adelante. Esa ha sido, incluso, la manera de implementar en El Salvador las refonnas 
al proceso penal. Así, al entrar en vigencia el actual Código Procesal Penal se dispuso en su 
artículo 505 que "los procesos iniciados desde el veinte de abril de mil novecientos noventa 
y ocho, con base a la legislación procesal que se deroga, continuarán tramitándose hasta su 
finalización conforme a la misma" Y en su oportunidad al entrar en vigencia el anterior 
Código Procesal Penal, el 20 de abril de 1998, el artículo 453 dispuso que "Las 
disposiciones de este Código se aplicarán desde su vigencia a los procesos futuros, 
cualquiera fuera Ja fecha en que se hubiere cometido el delito o falta". Con el mismo efecto 
aunque con diferente técníca legislativa, la vigencia del actual Código Procesal Civil y 
Mercantil, en su artículo 707, reza '·Los procesos, procedimientos y di ligencias que 
estuvieren en trámite al momento de entrar en vigencia el presente código, se continuarán y 
concluirán de conformidad a la nom1ativa con la cual se iniciaron". 

De esta manera esta Procuraduría no comprende por qué la Corte Suprema de Justicia, en el 
afio 2012, se distanció tan atípicamente de la tradicional manera de interpretar los efectos 
en el tiempo de los cambios normativos que repercuten en la aplicación del proceso penal. 
Y considera que dicha interpretación debe ser cambiada. 

Ul. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

Por las razones expuestas, y sobre la base de las atribuciones que me confiere los artículos 
194, romano 1, ordinales 10° y 11 ° de la Consti tución de la República y 11 ordinales 10° y 
11° de la Ley de la orgánica, como Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, 

eca Estudios Centromnmcanot Volumen 71 Número 744 

' \ 
' 



154 

concluyo: 

1. El asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus dos colaboradoras, ocurrido el 16 de 
noviembre de 1989, implicó una violación al artículo Ill común de los Convenios de 
Ginebra, y del artículo 4.2.a del Protocolo Adicional IJ a los mismos Convenios, y 
por tanto constituye un crimen de guerra, en particular por su contexto y 
circunstnncins. 

2. El asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus dos colaboradoras, ocurrido el 16 de 
noviembre de 1989, implicó por su contexto y circunstancias en el que se desarrolla, 
esto es, ataques generalizados y sistemáticos contra la población civi l, un crimen de 
lesa humanidad, conforme con el derecho internacional aplicable. 

3. El asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus dos colaboradoras, ocurrido el 16 de 
noviembre de 1989, ha violentado norn1as de jus cogens, y por lo tanto, tales 
crímenes son imprescriptibles en sí mismos, y es obligación principal del Estado de 
El Salvador la de investigar los hechos, procesar y juzgar a los responsables, y 
eventualmente condenarlos, así como reparar a las víctimas y sus famil iares, no 
pudiendo aplicar válidamente ninguna nom1a de derecho interno o internacional que 
aliente, promueva, prohíbe, favorezca, contribuya o impulse alguna expresión de 
impunidad sobre tales crímenes, tales como anrnistías, excluyentes de 
responsabilidad, prescripción o caducidad, o cualquier otra semejante. 

4. Los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra, al habili tar la jurisdicción 
universal y por tratarse de crímenes que implican violaciones al jus cogens, 
habilitan también a que cualquier Estado pueda realizar persecución penal sobre los 
mismos, para lo cual dichos Estados pueden so lic itar las extradiciones 
correspondientes, y en estos casos, a El Salvador le surge la obligación de juzgar o 
extraditar. 

5. Dada la tipificación de delitos de lesa humanidad y crimen de guerra establecidos en 
el Código Penal salvadoreño vigente al momento de los hechos, impide desarrollar 
en El Salvador un juicio penal por tales crímenes contra las personas responsables 
de l asesinato de los sacerdotes jesuitas y de sus colaboradoras; en ese sentido la 
única opción que corresponde a El Salvador, en el mace.o de sus obligaciones 
constitucionales e internacionales de impedir toda forma de impunidad sobre este 
tipo de crímenes, es la concesión obligatoria de las extradiciones solicitadas por el 
Reino de España. 

6. La prohibición de extradición de nacionales, contemplada en el texto consti tucional 
basta antes de la reforma operada en el año 2000, es una garantía procesal y no una 
garantía sustantiva, y por tal razón su modificación en el tiempo surte efectos desde 
su propia vigencia sin importar la fecha en la que sucedieron los hechos, de manera 
que desde la fecha en la que se eliminó la aludida prohibición de extradición de 
nacionales, cualquier solicitud de extradición a los mismos debe ser plenamente 
efectiva, y muy especialmente cuando tales extradiciones están dirigidas a la 

Volumen 71 Número 744 Estudios Ceutroa:mmcanos eca 



investigación de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. 

Como consecuencia de lo anterior establezco de manera reiterada las violaciones al 
derecho de las víctimas al acceso a la justicia y el derecho de las víctimas y la sociedad 
salvadoreña al conocimiento de la verdad, institucionalmente por parte de la Corte Suprema 
de Justicia en pleno, y de manera individual a los Magistrados y a las Magistradas 
siguientes: José Néstor Castaneda Soto, Celina Escolán Suay, María Luz Regalado, Mario 
Francisco Valdivieso Castaneda, Rosa María Fortín Huezo, Ulises del Dios Guzmán, 
Miguel Ángel Cardoza Ayala y Elsy Dueñas de Avilés; porque con el pronunciamiento de 
las resoluciones l -S-2012, 2-S-2012, 3-S-2012, 4-S-2012, 5-S-2012, 6-S-2012, 7-S-20 12, 
8-S-20 12, 9-S-20 12, 10-S-2012, l l-S-2012, 12-S-20 12, 13-S-2012, todas del 8 de mayo de 
2012, incumplieron la obligación de garantizar tales derechos, y por ende, se facilitó que se 
configurara una condición de impunidad. 

Y en el marco de mis atribuciones constitucionales formulo las siguientes 
recomendaciones: 

1. A la Corte Suprema de Jus1icia en Pleno que modifique s in dilación su 
interpretación y la respuesta proveída a los requerimientos de extradición solicitados 
por el Reino de España y que se fundamentan en el auto de procesamiento emitido 
por la Audiencia Nacional, Juzgado de Instrucción Penal No 6, de Madrid, el pasado 
30 de mayo de 2011 , a la luz de las consideraciones realizadas en la presente 
resolución, y sobre la base de las obligaciones derivadas del jus cogens concernido 
en el presente caso, y en consecuencia, que proceda, sin dilación, a disponer la 
procedencia de las solici tudes de extradición mencionadas, permitiendo así que el 
Reino de España proceda a los correspondientes enjuiciamientos en ejercicio de la 
jurisdicción universal, y se combata la impunidad que por más de 26 años ha 
caracterizado al asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras. 

2. Invitar, con muchísimo respeto, al Ilustrado Reino de España para que considere, en 
el marco de los án1bitos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de los 
efectos del artículo 3 común de los Conve1úos de Ginebra del 12 de agosto de 1949, 
y del artículo 4.2.a del Protocolo Adicional 11 a dichos Convenios, la cal ificación del 
asesinato de los sacerdotes jesuitas y sus colaboradores también como un crimen de 
guerra, y si lo considera procedente, formule nuevas solicitudes de extradición en 
las que se incluya tal calificación. 

3. A la Corte Suprema de Justicia de El Salvador para que, sin perjuicio de la primera 
recomendación, si recibiere nuevas solicitudes de extradición respecto del asesinato 
de los sacerdotes jesuitas y sus colaboradoras, sucedido el 16 de noviembre de 
1989, retome las consideraciones contenidas en esta resolución y ordene, de manera 
categórica, la inmediata captura y extradición de quienes sean encausados como 
presuntos responsables de dicho asesinato. 

4. Notificar la presente resolución a los fam il iares de los Sacerdotes Jesuitas Ignacio 
Ellacuría, Ignacio Martín Baró, Segundo Montes Mozo, Joaquín López y López, 
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Licenciado Da 'd 
Procurador para la Defc 

Volumen 71 Número 744 Estudios Ceutroa:mmcanos eca 


